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RESUMEN O ABSTRACT 

 

En la actualidad, la normativa Jurídica Militar en Bolivia contempla a la 

Ley de Organización Judicial Militar, el Código Penal Militar, el Código de 

Procedimiento Penal Militar, documentos en los cuales en ningún Título o 

Capítulo se norma la forma de ejecución de las penas y medidas de 

seguridad que debe cumplir el Centro de Detención y Cumplimiento de 

Condena del Regimiento Escuela de Policía Militar No 1. “Saavedra” de la 

ciudad de La Paz, que es el espacio físico, no adecuado, pero donde 

cumplen su condena los militares sentenciados por los Tribunales 

Militares; esta situación se debe a que no hay en Bolivia una Ley de 

Régimen Penitenciario Militar que permita a los internos seguridad 

jurídica sin excepción y su reinserción social una vez que haya cumplido 

con su condena. 

 

Es por esta razón y tomando en cuenta la vivencia del investigador que 

cumple funciones en el Tribunal Supremo de Justicia Militar, asimismo el 

problema que se trazó, como es la inexistencia de una Ley de Régimen 

Penitenciario Militar, que facilite la administración integral de justicia en 

los Tribunales Militares, es que se plantea en el presente trabajo de 

investigación, proponer una Ley de Régimen Penitenciario para la 

ejecución de sentencia en forma adecuada en el Centro de Detención 

anteriormente citado y de esta manera probar la hipótesis que se tiene en 

el diseño de perfil del trabajo. 

 



 

Para el logro de este trabajo de investigación se utilizaron instrumentos 

como el cuestionario, la observación y la recolección de datos, asimismo 

las técnicas de investigación bibliográfica, la legislación comparada , el 

trabajo de campo y por último el trabajo de gabinete, todos ellos apuntan 

a que es necesaria la implementación de una Ley de Régimen 

Penitenciario que sea complementaria a la estructura jurídico militar 

existente actualmente en Bolivia;  asimismo, según la Nueva Constitución 

Política del Estado, la Organización de las Fuerzas Armadas descansa en 

su jerarquía y disciplina, es esencialmente obediente, no delibera y está 

sujeta a las leyes y reglamentos militares, otorgándole un carácter 

especial con relación a la justicia ordinaria.   
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DISEÑO Y METODOLOGIA DE LA 

INVESTIGACIÓN 

Enunciado del título del tema 

 

“ANÁLISIS Y PROPUESTA DE LA LEY DE RÉGIMEN 

PENITENCIARIO EN LA JUSTICIA MILITAR EN BOLIVIA” 

 

1. Identificación del Problema 

La Justicia Militar contempla en su normativa la ejecución de sentencia  de 

los  procesados por los Tribunales Militares, por delitos militares penados 

por los Códigos de Justicia Militar donde determinan la pena aplicable, las 

cuales podrán ser corporales o privativa de honores  y derechos. 

 

El articulo 22 del Código Penal Militar señala “son penas corporales: 1) la de 

muerte, 2) Prisión, 3) Reclusión” 1 

 

Las penas privativas de libertad, requieren para su ejecución de 

establecimientos penitenciarios que reúnan las condiciones para la 

enmienda y readaptación del individuo mediante el tratamiento penitenciario, 

                                                 
1 SILVA R. Carlos Manuel, Manual de Derecho Militar, Código Penal Militar, Editorial “Juventud”, 3ra. 

Edición, La Paz-Bolivia, 1998 



 

así como de una Ley de Régimen Penitenciario, que garanticen la 

implementación racional y humana en el trato de los reos militares y los 

sancionados disciplinariamente. 

 

En la actualidad, el personal procesado y sentenciado por los Tribunales 

Militares, cumple su condena en el  “Centro de Detención y Cumplimiento de 

Condena  de las Unidades de Policía Militar”, tanto del Ejército, Fuerza 

Aérea y Armada,  en forma improvisada y  sin ninguna Ley de Régimen 

Penitenciario, debido a que la Justicia Militar no cuenta con este documento 

legal, tampoco cuenta con el medio físico adecuado para el cumplimiento y 

ejecución eficaz de la pena privativa de libertad.  

 

Si bien es cierto que dentro de la estructura jurídico militar, se tiene: a la Ley 

Orgánica de las Fuerzas Armadas de la Nación, la Ley de Organización 

Judicial Militar, el Código Penal Militar o Sustantivo, el Código de 

Procedimiento Penal Militar o Adjetivo y el Reglamento de Faltas 

Disciplinarias y sus Castigos No. 23, en ninguna de ellas encontramos un 

Titulo o Capitulo exclusivo referido a una Ley de Régimen Penitenciario en la 

Justicia Militar de Bolivia, y ello en verdad es preocupante, por que si bien 

podemos estructurar todo el andamiaje jurídico, ello es incompleto, porque 

en la medida de los hechos de las comisiones delictivas y la personificación 

de los autores y reos de algún delito calificado, merced a la tipificación y 

consiguiente castigo, se ha visto que no existen disposiciones penitenciarias 

castrenses, menos recintos carcelarios militares o penitenciarias militares, 

que indudablemente vengan a ser complemento de aquellos Códigos 

Jurídicos Militares, señalados anteriormente. 



 

Por lo expuesto, se puede identificar como problema  “La inexistencia de 

una Ley de Régimen Penitenciario en la Justicia Militar Boliviana, que  

facilite la administración integral de justicia en los Tribunales Militares” 

 

2. La Problematización 

¿Por qué las Fuerzas Armadas en Bolivia en los últimos tiempos no han 

elaborado una Ley de Régimen Penitenciario Militar que coadyuve a la 

justicia militar para que sea parangonado con otras justicias militares a nivel 

internacional?  

 

¿Será que la justicia militar está incompleta, por la inexistencia del 

mecanismo legal y el medio de efectivizar la última fase del proceso, cual es 

la de ejecutar propiamente y a cabalidad las sentencias condenatorias de 

penas de prisión y reclusión previstas en el Art. 22° del Código Penal Militar 

en el lugar adecuado: el establecimiento Penal Militar, para así dar 

cumplimiento eficazmente con las instituciones jurídicas del indulto, 

amnistía, rehabilitación, excepción, error judicial, prescritas en los Artículos 

47°, 48°, 49°, 50° y 51° del Código Penal Militar, así como la revisión de 

sentencia, rebaja de pena, libertad condicional previstas en los artículos 236 

al 253 del Código de Procedimiento Penal Militar?. 

 

¿Cuál es en la actualidad el tratamiento a los reclusos militares? 

¿La actual Legislación Militar contempla disposiciones sobre materia 

penitenciaria?  



 

¿Cuál es el propósito de una Ley de Régimen Penitenciario? 

¿Por qué no existe una infraestructura apropiada a nivel nacional para 

albergar a los sentenciados militares? 

 

3. Delimitación de la investigación 

3.1. Delimitación Temática 

La presente investigación tuvo como objeto de investigación a la Ley de 

Régimen Penitenciario en la Justicia Militar, esta temática fue enfocada 

desde el punto de vista del Derecho Militar, debido a que existe una  

deficiencia en ese aspecto en la Justicia Militar de Bolivia.   

 

3.2. Delimitación Temporal 

La investigación se circunscribirá desde el 02 de abril de 1976, fecha donde 

por Decreto Ley No. 13321 se puso en vigencia el nuevo ordenamiento 

jurídico militar, hasta diciembre del 2010 

 

3.3. Delimitación Espacial 

El espacio geográfico de la investigación se desarrolla por todo el Estado 

Plurinacional de Bolivia, debido a que en toda la extensión del territorio 

boliviano hay presencia militar. 



 

4. Fundamentación e Importancia de la 

investigación 

Ningún país del mundo, cualquiera sea su forma de gobierno o su esquema 

socioeconómico, puede vanagloriarse de gozar de una amplia libertad, si no 

tiene asegurados los servicios de la justicia, constituida dentro de un Estado 

como la salvaguarda de la libertad, los derechos y las garantías de su 

población, es decir protege la dignidad del patrimonio moral y material del 

hombre. 

 

Las Fuerzas Armadas por las características de su especial misión, poseen 

su propio sistema de administración de justicia, amparado en el Art. 245º de 

la nueva Constitución Política del Estado, donde establece que:  “La 

Organización de las Fuerzas Armadas descansa en su jerarquía y disciplina. 

Es esencialmente obediente, no delibera y está sujeta a las leyes y 

reglamentos militares. Como organismo institucional no realiza acción 

política;  individualmente sus miembros gozan y ejercen los derechos de 

ciudadanía en las condiciones establecidas por Ley”2  Las actividades 

castrenses requieren de una legislación especializada. La aparición de 

nuevas doctrinas sobre necesidades, comportamientos y finalidades de la 

guerra, la formulación de nuevos conceptos de disciplina y de instrucción 

militar, la necesidad de ejecutar actividades de cooperación al desarrollo 

socioeconómico de la Nación, su vertebración y su defensa interna y externa 

han impuesto la urgencia de una legislación militar que encuadre a las 

Fuerzas Armadas en sus específicas funciones y regule la conducta de sus 

miembros en diferentes situaciones, tanto en tiempo de paz en que se debe 

                                                 
2 Nueva Constitución Política del Estado. Aprobado e el Referéndum del 25 de enero de 2009 y 

promulgado el 7 de febrero de 2009. Edición UPS. La Paz Bolivia. Pág.69 



 

emplear adecuadamente su poder y, fundamentalmente en situaciones 

especiales o de guerra. 

 

Bajo estos conceptos, la Justicia Militar se desarrolla cumpliendo sus 

códigos conforme a las normas jurídicas sustantivas y adjetivas 

jurisdiccionales vigentes en defensa de la honestidad, dignidad y 

respetabilidad de las Fuerzas Armadas y sus componentes para proteger 

sus bienes que son asimismo bienes del Estado Boliviano, y cuyo ejercicio 

de esta elevada y delicada misión exige la aplicación e interpretación del 

sistema normativo vigente, buscando la verdad en la solución legal y justa 

de los problemas jurídicos sometidos a la responsabilidad y competencia 

militares. 

 

El Derecho entendido en su forma general podemos definirlo como: “Ciencia 

humanística y experimental que tiene por objeto el estudio de las leyes que 

dirigen la conducta de la persona normal en materia de justicia individual y 

colectiva”3.  No es una ciencia estática sino evolutiva y que a través de la 

historia ha demostrado cambios radicales en su aplicación. 

 

Nuestro ordenamiento jurídico militar puesto en vigencia por Decreto ley 

13321 a partir del 02 de abril de 1976, desde sus inicios no ha evolucionado 

acorde a los avances de la época y en mas de tres décadas mantiene su 

estructura y aplicación original pudiendo comprobarse que paulatinamente 

se ha rezagado de alguna forma del desarrollo evolutivo que presenta el 

Derecho en la legislación ordinaria nacional donde la Nueva Constitución 

                                                 
3 TORRICO Tejada Luís Fernando, Filosofía del Derecho, Edición Tigre, 2da edición, La Paz, 2008 Pág. 

12 



 

Política del Estado, máxima norma jurídica promulgada el año 2009, 

establece entre otros, los parámetros de comportamiento de la sociedad y 

sus instituciones. 

 

Como en toda sociedad organizada existe un ordenamiento jurídico con el 

fin de precautelar la armonía y la paz entre sus integrantes, sea cual fuere 

su posición social, en el caso particular de la Fuerzas Armadas del Estado 

Plurinacional, con un status propio y con las prerrogativas y facultades 

concedidas por los Artículos 180º y 245º de la Nueva Constitución Política 

del Estado, se rige por su ordenamiento propio, conformado por la Ley de 

Organización Judicial Militar, el Código Penal Militar, el Código de 

Procedimiento Penal Militar y en lo disciplinario por el Reglamento de Faltas 

Disciplinarias y sus Castigos No. 23, facultando para efectos de su 

aplicación y ejecución  a los organismos especializados como ser el Tribunal 

Permanente de Justicia Militar y el Tribunal Supremo de Justicia Militar, 

constituyéndose en instancia máxima jurisdiccional y competente para la 

ejecución de sanciones punitivas como consecuencia de un proceso judicial 

o disciplinario, pero lamentablemente paralelo a su aplicación y ejecución no 

existe en la institución castrense una Ley de Régimen Penitenciario Militar 

adecuado y exclusivo que regule las actividades de los actuales recintos 

carcelarios existentes en algunas unidades militares. 

 

Por lo anteriormente expuesto, se subraya la importancia de una Ley de  

Régimen Penitenciario Militar como uno de los componentes 

interdependientes del ordenamiento jurídico militar, destinado a ser aplicado 

en forma conjunta, con miras a coadyuvar precisamente a la justicia militar 

en el cumplimiento y ejecución de penas, el tratamiento a los reclusos, la 



 

infraestructura propiamente y en general otros factores afines e 

interrelacionados en el contexto del objeto de estudio. 

 

5. Objetivos a los que se ha arribado en la 

investigación 

5.1.  Objetivo General 

Se propone una Ley de Régimen Penitenciario Militar para la ejecución de 

sentencia en forma adecuada en centros penitenciarios militares  

 

5.2. Objetivos Específicos 

Se hizo un análisis en los Códigos Militares del Régimen Penitenciario Militar 

vigente en Bolivia    

 

Se realizó una descripción de las normas de regulación de ejecución 

penitenciaria de las carceletas militares actuales. 

 

Se identificaron normas para el Régimen Penitenciario Militar. 

 

Se realizó comparación con Regímenes Penitenciarios Militares de países 

vecinos. 



 

6. Marco Teórico que sustenta la investigación  

Tomando en cuenta que las penas privativas de libertad requieren para su 

ejecución de establecimientos penitenciarios que reúnan las condiciones 

para la enmienda y readaptación del individuo mediante el tratamiento 

penitenciario, así como de una Ley de Régimen Penitenciario, que 

garanticen la implementación racional y humana en el trato de los reos 

militares y los sancionados disciplinariamente, es que el trabajo de 

investigación se fundamentara en la teoría correccionalista de Carlos David 

Augusto Roedor, quien cuando habla sobre la enmienda del delincuente  

expone su doctrina en Comentatio an poena malum esse debeat (Giessen, 

1839) “..., el Estado debe proponerse no solamente la adaptación del 

delincuente a la vida social , sino su interior enmienda, enderezando su 

voluntad pervertida....  Con Roeder el Derecho Penal comienza ya a mirar al 

hombre, no exclusivamente al acto y no solo al hombre abstracto, como 

sujeto del delito, sino al hombre real, ‘vivo y efectivo’, a su total y exclusiva 

individualidad” 4 

 

Los Códigos de Justicia Militar promulgados el año 1976, han contribuido al 

funcionamiento de los organismos judiciales castrenses, pero existe la 

necesidad de alguna complementación como ser: la determinación de los 

fines de la pena, establecer la diferencia entre reclusión y prisión, señalar el 

lugar del cumplimiento de las penas de prisión militar, la Ley de ejecución de 

sentencia y Régimen Penitenciario. 

 

                                                 
4 JIMÉNEZ de ASÜA, Luis, Tratado de Derecho Penal, 5ta, Bs. As., Argentina,  LOSADA, 1992, pp., 59 



 

Por lo tanto, en la Economía Jurídica Militar vemos que no existe el 

mecanismo legal ni el medio para ejecutar correctamente la sentencia 

condenatoria  

 

El Dr. Carlos Manuel Silva R. en su obra Manual de Derecho Militar, afirma 

que resulta necesario e impostergable introducir modificaciones a los nuevos 

Códigos Militares, que adolecen de muchos errores conceptuales, en 

esencia deben seguir la filosofía de la codificación penal vigente, 

acomodándose a las exigencias de la disciplina militar, pilar fundamental de 

toda organización militar, y que la disciplina militar es un factor imponderable 

que sirve de basamento a las Fuerzas Armadas, es compendio de tantos 

deberes que impone al elemento militar mientras está en servicio de la 

institución, que de su leal y rígida observancia, depende la pervivencia del 

Estado y de sus instituciones tutelares. 

 

Por esta razón, se observa un relativo descuido de la institución castrense 

respecto a la parte jurídica militar que se relaciona con las fuerzas, y esto se 

manifiesta en la ejecución de sentencia adecuada al Régimen Penitenciario 

de la Justicia Militar que sirva como base para la reforma del ordenamiento 

jurídico militar vigente, generando una eficiente administración de justicia. 

 

Toda actividad de un militar, debe estar siempre respaldada por una norma 

legal reconocida por la institución y encargada de validar dichas acciones 

que se presentan de diversas naturalezas y que en muchos casos, dan lugar 

a interpretaciones erróneas de la norma en relación al hecho, toda vez que 



 

la deficiente socialización de las normas jurídicas significa asimismo, una 

deficiente formación profesional. 

 

7. Hipótesis de trabajo de la investigación 

 

“La elaboración de una Ley de Régimen Penitenciario Militar, facilitará la 

administración integral de justicia en los Tribunales Militares” 

 

7.1. Variables de la investigación 

8.1.1. Variable Independiente 

Elaboración de una Ley de Régimen Penitenciario 

 

8.1.2. Variable Dependiente 

Administración integral de justicia en los Tribunales Militares 

 

 

 

 



 

8. Métodos que fueron utilizados en la 

investigación  

8.1. Método Universal 

El método de sustento que se aplicó al tema específico objeto de la 

investigación fue el método descriptivo, que permitió comprender las 

normativas, principios y teorías generales existentes en los Reglamentos 

jurídicos militares, para establecer la ausencia institucional de una Ley de 

Régimen Penitenciario Militar 

A través del método descriptivo, observamos las condiciones actuales de 

trabajo en la Justicia Militar y principalmente en las áreas críticas, siendo 

una de ellas  la falta de  una Ley de Régimen Penitenciario Militar, que 

pueda garantizar la buena ejecución de pena de los reos  sentenciados por 

la Justicia Militar,  con la posibilidad de una reinserción social adecuada en 

la sociedad. 

 

8.2. Método Social   

Se utilizó el método comparativo, que permitió establecer diferencias y 

similitudes relacionadas con la problemática existente entre Bolivia y países 

como México, España y Colombia, por el hecho de que en los dos primeros 

países cuentan con sus respectivas leyes de Sistema Penitenciario Militar y 

Colombia tiene similar situación que Bolivia. 

 

La posibilidad de aplicar el método comparativo dentro de la Justicia Militar, 

como en todos los procesos judiciales, mejorara la eficiencia y efectividad de 



 

las nuevas normas y reglamentos, y en especial de la Ley de Régimen 

Penitenciario Militar. 

 

8.3. Método Específico 

Se utilizó el método propositivo, que permitió proponer una solución al 

problema planteado, para implementar una Ley de Régimen Penitenciario 

Militar dentro de la Justicia Militar en Bolivia. 

 

La aplicación del método propositivo esta enmarcado en la acción 

participativa en la solución del problema, partiendo de una observación 

directa y vivencia del mismo, para dar una solución factible al problema,  

 

9. Instrumentos y Técnicas utilizadas en la 

investigación 

9.1. Instrumentos 

Los utilizados fueron: el cuestionario, observación y recolección de datos. 

En el cuestionario se utilizaron preguntas abiertas, sin ninguna regla para su 

contestación, las mismas que estaban dirigidas a explotar y conseguir la 

opinión de la persona a la que se le interrogo sobre la problemática 

establecida, se recurrió a una población de treinta personas. 



 

Respecto a la observación, se realizo un estudio de las Unidades Militares 

donde cumplen su sentencia los reos militares, y se identifico las áreas 

críticas de la  Ley de Régimen Penitenciario Militar. 

Con relación a la recolección de datos, se elaboraron fichas bibliográficas 

para documentar la investigación, que beneficie a la argumentación de la 

hipótesis, además a la elaboración del marco teórico. 

 

9.2. Técnicas 

Por la particularidad del tema y la reducida información nacional con que se 

cuenta, se utilizaron las siguientes técnicas: 

 

Investigación bibliográfica. - La primera parte del trabajo, se abocó a la 

recolección de información bibliográfica de antecedentes en la parte 

estrictamente jurídica militar. 

Legislación comparada. - Se recurrió a esta técnica para conocer la 

experiencia de otras Fuerzas Armadas, respecto a la legislación militar y 

específicamente al Régimen Penitenciario. 

 

Trabajo de campo. - Se realizó visitas a diferentes organismos e 

instituciones del ramo, indagando, recolectando  y analizando datos de 

primera fuente, mediante instrumentos adecuados incluyendo entrevista 

personalizada. 



 

Las visitas realizadas fueron a los Centros de Detención y Cumplimiento de 

Condena de las Unidades de Policía Militar, tanto del Ejército, Fuerza Aérea 

y la Armada Boliviana. 

La entrevista se realizo al Tcnl. DEM. Víctor Elmer Martínez Gonzáles, 

comandante del Regimiento Escuela Policía Militar No. 1 “Cap. Saavedra” 

 

Trabajo de gabinete.- Se abocó al trabajo de procesamiento de datos, 

sistematización, análisis, estudio y propuesta, obteniendo un resultado 

prospectivo, orientado a su aplicación en el futuro. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

DESARROLLO DEL DISEÑO DE PRUEBA 

 

INTRODUCCIÓN 

 

La elección del tema del presente trabajo de investigación, fue motivado por la 

vivencia del investigador, quien cumple funciones en el Tribunal Supremo de 

Justicia Militar, donde estableció fehacientemente la carencia de una normativa 

para la ejecución de sentencia de los procesados por los Tribunales de Justicia 

Militar. 

 

 

En la actualidad, el personal procesado y sentenciado por los Tribunales de 

Justicia Militar, cumple su condena en el  “Centro de Detención y Cumplimiento 

de Condena del Regimiento Escuela de la Policía Militar No. “Saavedra””, sin 

contar hasta el momento con un Reglamento o  Ley de Régimen Penitenciario 

Militar, debido a que la Justicia Militar en Bolivia no cuenta con esta normativa 

legal. 

 

 

El procedimiento Jurídico Militar, actualmente cuenta con:  la Ley Orgánica de 

las Fuerzas Armadas, la Ley de Organización Judicial Militar, el Código Penal 

Militar o Sustantivo, el Código de Procedimiento Penal Militar o Adjetivo y el 

Reglamento de Faltas Disciplinarias y sus Castigos No. 23.  Analizando estas 

disposiciones, en ninguna de ellas encontramos un Titulo o Capitulo exclusivo 

referido a un Régimen Penitenciario Militar, que sea complementario a las 

normativas señaladas anteriormente y que tenga como propósito y objetivo 

fundamental, buscar que la Justicia Militar se consolide como tal a través del 

estricto cumplimiento de las Sentencias judiciales emitidas por los Tribunales  



 

Militares, buscando la reinserción del sentenciado a la vida social. Para 

enfrentar estas ausencias o vacíos, es necesario y menester contar con una 

Ley de Régimen Penitenciario en la Justicia Militar boliviana, que facilite la 

administración integral de la justicia. 

 

 

Como respuesta a este problema, se planteó en el trabajo de investigación una 

hipótesis bajo el tema: “La elaboración de una Ley de Régimen Penitenciario 

Militar, facilitará la administración integral de justicia en los Tribunales Militares” 

 

 

Todo el trabajo de investigación se realizó para comprobar si la hipótesis 

planteada es la que dará solución al problema encontrado. 

 

 

Para tal efecto, se empleó como instrumentos de investigación:  cuestionario 

dirigido al personal técnico que trabaja en los Tribunales Militares;   observación 

y  recolección de datos por el investigador para efectuar el FODA; asimismo, las 

técnicas empleadas fueron:  investigación bibliográfica,  legislación comparada 

con países que cuentan con Regímenes Penitenciarios Militares y el Régimen 

Penitenciario Ordinario de Bolivia,  trabajo de campo en las instalaciones del 

Centro de Detención y Cumplimiento de Condena del Regimiento Escuela de la 

Policía Militar No. “Saavedra” y entrevista al comandante de dicha Unidad. 

 

  

El Objetivo General de éste trabajo, es proponer una Ley de Régimen 

Penitenciario Militar que permita cumplir sentencias en forma adecuada, 

además de buscar la reinserción social del reo una vez cumplida su condena.  

Las escasas bases legales y doctrinales existentes en la actualidad, fueron la 

base para el inicio de la búsqueda de una Ley actualizada que sea propuesta y 



 

aprobada para enmarcar todos los deberes y obligaciones que se deben cumplir 

dentro de un recinto penal. 

 

 

Dentro de los Objetivos Específicos, se propone buscar, analizar y plantear la 

manera más clara y consensual de coadyuvar al estricto cumplimiento de 

cuanto se plantea o expone en el Objetivo General. 

 

 

Para un mejor ordenamiento, el presente trabajo se ha distribuido de la 

siguiente manera:  en el Primer Capítulo se menciona los antecedentes 

históricos que hacen al estudio;  el Segundo Capítulo esta referido a la 

normativa vigente y disposiciones legales sobre el tema de investigación, son 

las bases del Sistema Judicial Militar donde se exponen los fundamentos 

jurídicos que sustentan la proposición de una Ley de Régimen Penitenciario 

Militar;  el Tercer Capítulo establece un análisis del derecho comparado 

relacionado con la problemática del tema;  en el Cuarto Capítulo se propone la 

estructura y su respectiva normativa para la implementación de una Ley de 

Régimen Penitenciario Militar en Bolivia y el Reglamento respectivo;   

finalmente, en el Quinto Capítulo se establecen las Conclusiones y 

Recomendaciones. 

 

 

Por los análisis, entrevistas, visitas, comparaciones y experiencia profesional, 

se plantea el presente trabajo por la importancia que demuestra para que la 

Justicia Militar cuente con una Ley complementaria a la existente, delimitando 

las normativas que se deben cumplir dentro de un Recinto Penitenciario, 

buscando además, reinsertar al procesado a una vida social digna. 

 



 

CAPITULO I 

ANTECEDENTES HISTORICOS, TEORICOS Y 

DOCTRINALES 

 

1. Antecedentes 

Las primeras reglas orales y después escritas de la humanidad han 

debido de ser prominentemente castrenses y religiosas, las cuales han 

impregnado el espíritu de lo normativo. La Justicia Militar como 

instrumento que regula las acciones y actividades de los ejércitos en el 

mundo, data de la mas remota antigüedad, encontrándose pruebas 

documentales de su existencia en la India, Grecia, Persia, Macedonia, la 

isla de Cartago, estableciéndose que en la antigua Roma contaban con 

basamentos de un ordenamiento jurídico militar, donde la justicia era una 

potestad exclusiva y permanente del Comandante de la Legiones, con 

amplias facultades de omnipotencia incluyendo el derecho sobre la vida y 

la muerte de sus soldados. Ese concepto de justicia era generalizado en 

los ejércitos de esa época y que en mayor o menor intensidad el 

ordenamiento jurídico militar fue evolucionando a través de tiempo, tanto 

en la aplicación de penas como en los deberes y obligaciones de las 

tropas en campaña.  

 

Durante la Edad Media, caracterizada por el “oscurantismo religioso”, se 

perdió el concepto de justicia militar, donde la relación del soldado con el 



 

jefe pasó a ser la del vasallo con su señor, desapareciendo de este modo 

el omnímodo tratamiento antes vigente. 

 

Luego aparecieron los mercenarios, soldados a sueldo, comandados por 

los condotieros, estos se reservaron el derecho de administración de 

justicia sobre sus hombres, configurándose de este modo el Fuero Militar 

“el privilegio de que gozan los militares y en virtud del cual los fusilan por 

cosas que para la sociedad civil no son ni siquiera faltas”5  

 

En nuestra legislación antiguamente existía lo que se denomino el Fuero 

Militar, que consistía en que los militares podían solamente ser juzgados 

por los Tribunales Militares, tanto por delitos ordinarios como por delitos 

militares 

 

La ley del 3 de octubre de 1910, dispuso la abolición del Fuero en los 

términos siguientes: 

 

Articulo Primero “Queda abolido el Fuero Militar, excepto en caso de los 

militares en campaña por causa de guerra, salvó  lo dispuesto por los Art. 

25 al 30 de la Constitución”.6 

 

                                                 
5 RENATO Astorga Herrera, Mano de Hierro para delitos militares, Editorial Zigzag, La Paz – Bolivia Pág. 3 
6 REPUBLICA DE BOLIVIA: Código de Justicia Militar. Editorial Crítica, La Paz – Bolivia, 1975, Pág. 95. 



 

Articulo Segundo “Los militares en servicio, serán juzgados por sus jefes 

y autoridades conforme sus Reglamentos y Ordenanzas”.7 

 

El Decreto Ley de 7 de julio de 1939 emitido durante el gobierno de  Tcnl. 

Germán Busch aclara los alcances de la abolición del Fuero Militar, y se 

refiere al privilegio que antes gozaban los militares para ser juzgados por 

delitos comunes cometidos fuera del servicio por los  Jueces y Tribunales 

establecidos por la Ley de Organización Judicial y competencia militar, 

sin menoscabar en nada la jurisdicción militar consagrada por Ley de 24 

de noviembre de 1904; el artículo tercero de esta Ley dice “Fuero Militar 

es la facultad que tienen los Juzgados y tribunales Militares especiales 

para conocer privativamente de todas las causas determinadas por este 

Código”. 8 

 

El artículo quinto de la misma Ley establece “Gozan de Fuero Militar, los 

militares que sirven en el ejército permanente, los militares retirados del 

servicio con cédula del Gobierno, en la que se les declara el goce del 

fuero. Los Cuerpos de Guardia Nacional, mientras estén en campaña o 

guarnición de servicio activo”.9  

 

El artículo sexto de la misma Ley establece: “También gozan del Fuero 

Militar, solamente en lo criminal, el Auditor, el Escribano de guerra y los 

Capellanes Castrenses”.10 

                                                 
7 Ibíd., Pág. 92 
8 Ibed, Pág. 9 
9 REPUBLICA DE BOLIVIA: Código de Justicia Militar. Edit. Crítica, La Paz – Bolivia, 1975. Pág. 6 
10 Ibid., Pág. 6 y 7 



 

Actualmente no existe el Fuero Militar en la administración de Justicia 

Militar, si bien se ha abolido este fuero, se mantiene, sin embargo, la 

jurisdicción limitada al campo peculiar castrense. 

 

Las Fuerzas Armadas de la Nación en Bolivia, cuentan en la actualidad 

con un ordenamiento jurídico, pero existe un vació por la inexistencia de 

un Régimen Penitenciario. 

 

En el presente capítulo se hace una reseña histórica sobre el Régimen 

Penitenciario a nivel universal y nacional, desarrollando conceptos al 

respecto; asimismo se analizará el Régimen Penitenciario en relación 

con los Códigos y la Jurisdicción militar.  

 

1.1 Existencia universal de la pena y sus medios 

de ejecución 

 

1.1.1 Consideraciones generales 

Actualmente muchas personas, continúan considerando que la 

pena es una simple reacción de la sociedad contra el delincuente 

con criterio puramente retributivo o de venganza, es decir, mal por 

mal; sin considerar más bien en su verdadero sentido a fin de 

dejar claramente definido el sistema carcelario, por lo tanto para 

sugerir  e imponer un Sistema Penitenciario en nuestro país es 

imprescindible conocer lo que es este Sistema. 



 

Es necesario establecer primeramente lo que significa 

Penitenciaría, para evitar confusiones, para Manuel Osorio, en su 

Diccionario de Ciencias jurídicas, políticas y Sociales, define que 

“Penitenciaria es el establecimiento donde sufren los penados su 

condena”11. 

 

El Sistema nace como consecuencia de las diversas penas 

privativas de libertad. Así, algunas se limitan a cerrar al 

delincuente con muchas seguridades hasta el cumplimiento de su 

condena; sin embargo, posteriormente en el transcurso de etapas 

histéricas sucesivas por los trabajos forzados impuestos se 

modifican parcialmente y en la actualidad se aplican diferentes 

sistemas, basados fundamentalmente en el Sistema Progresivo, 

con muchos intentos reformatorios a fan de adecuarlos a las 

modernas corrientes de resocialización. 

 

Para Manuel Osorio el Sistema Penitenciario “Es el conjunto  de 

normas legislativas o administrativas, creada por el Estado para la 

ejecución de penas, con el fin de la rehabilitación integral de los 

delincuentes, entre las que sobresale la Arquitectura Penitenciaría, 

su ubicación, el personal encargado de su funcionamiento, es 

decir, los principios fundamentales”12  

 

                                                 
11 OSSORIO MANUEL: Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales, 1ra Edic. Edit. Heliasta, Buenos 

Aires – Argentina, 1989. Pág., 562 
12 OSSORIO MANUEL, Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales, 1ra. Edic., Edit. Heliasta, Buenos 

Aires – Argentina, 1989, Pág., 569 



 

Con la finalidad de fijar conceptos en torno a los Sistemas 

Penitenciarios, corresponde señalar que éste es confundido con 

“Régimen Penitenciario”, notándose que algunos autores 

dedicados a este estudio usan indistintamente estas expresiones 

como si tuviera el mismo contenido, tal es el caso del penalista 

Cuello Calón, en su obra de Derecho Penal. 

 

Régimen Penitenciario “Es el conjunto de condiciones que se 

reúnen en determinado establecimiento penitenciario para 

propender mediante un método adecuado la finalidad que se la 

ocurre a la pena”.13 

 

En general en la actualidad lo que se busca a nivel universal, es 

obtener buenos resultados rehabilitadores, mediante un Sistema 

Penitenciario que cuente con un Régimen Penitenciario bien 

orientado, un Régimen de asistencia efectiva en cuanto a lo físico 

y espiritual, una reglamentación eficaz del trabajo y un cuidadoso 

elemento de seguridad 

 

1.1.2 Historia de las prisiones 

Prisión es el establecimiento carcelario donde se encuentran los 

privados de libertad, por disposición judicial. También es el 

nombre de una pena privativa de libertad, de duración variable de 

un país a otro, según la respectiva legislación penal 

                                                 
13 BUENO ARAUZ FRANCISCO: Penas y Medidas de Seguridad, Editorial Perrot, Buenos Aires – Argentina, 1970, 

Pág., 401 



 

 

Prisión etimológicamente deriva de la voz latina “prehensio onis” 

que significa aprehensión, sitio o lugar donde se recluye a los 

presos y al propio tiempo, cosa que amarra o detiene físicamente 

 

En la antigüedad, según varios historiadores, desde épocas 

inmemorables el encierro existió bajo varias formas, hasta el fines 

del siglo XVIII la prisión se empleó como guarda de los reos en 

una antecámara de tormentos donde el acusado espera ser 

inculpado; en Grecia se desconocía las penas privativas de 

libertad; los romanos no admitían en principio sino la aplicación de 

normas jurídicas estrictamente propias 

 

Platón manifestó la necesidad de construir tres tipos de cárceles: 

una como cárcel de custodia que debería estar en la plaza pública; 

otra como casa de corrección situada en la misma ciudad y la 

tercera como casa de suplicio para amedrentar a la gente, la cual 

debía construirse en una sombría región de la provincia. 

 

Ulpiano manifestaba en su Digesto “La cárcel debe servir para la 

guarda de los delincuentes, no para el castigo”, afirmación que nos 

hace pensar que la cárcel tenia por objeto evitar la fuga de 

procesados. 

 



 

En el medioevo predomino las creencias religiosas, aplicándose 

una serie de persecuciones, inquisiciones y autos de fe, llegando 

al extremo de hacer arder en la pira a los que no creían en la 

inhabilidad de tal o cual dogma o doctrina. El Tribunal de la 

inquisición investigaba la pureza de la doctrina religiosa para evitar 

su contaminación, castigando a los transgresores de modo 

implacable a quienes alteraban el dogma y la moral 

 

En los primeros tiempos del cristianismo las penas impuestas a los 

herejes eran de carácter espiritual, el emperador Constantino el 

Grande implanto los primeros castigos corporales, en el siglo IV 

Máximo hizo decapitar en Tréverito a los priscilianistas. 

 

En la Edad Media los herejes eran considerados reos de muerte, y 

en el siglo XVIII los habitantes de España y Portugal eran 

expulsados de la península por el delito de Heredia; constituyo una 

etapa negra y un desmentido a los sentimientos de piedad y de 

humanitarismo que siglos atrás predicara Jesús y sus apóstoles. 

 

De acuerdo con las normas del Derecho Canónico, la prisión figura 

como pena a ser impuesta a los herejes clérigos y delincuentes 

que infringían sus disposiciones. 

 

Hasta fines del siglo XVI, las legislaciones de los diferentes países 

no emplearon la reclusión como castigo, pero fue Noruega a partir 



 

de 1552 quien estableció casa de corrección para vagabundos y 

prostitutas, bajo un sistema rígido de disciplina y vigilancia, 

introduciéndose por ese tiempo el concepto de rehabilitación en la 

conducta. Por su parte las autoridades eclesiásticas de Italia y el 

reino de España organizaron hospicios, que eran casas 

correccionales, donde los prisioneros tenían sus propias celdas, 

donde eran obligados a llevar capuchones en la cabeza para 

guardar celosa reserva de su identidad   

 

Pero los vientos de reforma se dieron con Cesare Beccaria filosofo 

y jurista italiano, que en 1764 escribió la obra titulada “De los 

delitos y las penas”, donde se preocupo en hacer conocer algunas 

arbitrariedades cometidas por el gobierno del ducado milanes; en 

su libro hace conocer sobre los abusos e injusticias en que se 

incurría en su tiempo, al tratar a los delincuentes y a las penas 

impuestas, apuntando como grave problema el conjunto de 

arbitrariedades que presentaba la practica judicial, es así que 

según el rango social del autor de un delito, se aplicaba la pena, 

de donde resulta que los nobles nunca eran sometidos a torturas; 

el pensó que el Derecho Penal de su época era desmedido  en la 

relación delito – pena. Su obra sirvió para que se de un trato más 

humano y justo a quienes caían en manos de los tribunales. 

 

Beccaria propone y reclama otros principios sobre los que la 

justicia debe administrarse, ellos son: racionalidad en la 

elaboración de la norma legal; legalidad del Derecho a través de 

leyes claras y sencillas que no requieran mayor interpretación; 

carácter público y no secreto del proceso acusativo; que la ley sea 



 

la misma para todos y una remoción total en el concepto del delito, 

que debe ser medido en función del daño social que causa y no 

confundido con el criterio de “pecado” con el que se lo tipificaba. 

 

En cuanto a las penas, Beccaria plantea una rigurosa 

proporcionalidad entre delitos y penas, abogando por la supresión 

de la pena de muerte    

 

Otro autor que también aporto a los vientos de reforma fue Oscar 

Wilde, quien cuando fue sometido a proceso y condenado a 

cumplir trabajos forzados, escribió sus ensayos: De prefundís; 

Balada de la cárcel del Reading; Cuatro cartas y la Reforma de las 

prisiones, donde en general transmite su experiencia vivida. En su 

obra titulada “La reforma de las prisiones” expresa que “como 

persona que conoce la vida en una cárcel inglesa por experiencia 

personal, señala las reformas que son urgentemente necesarias 

en el estúpido y bárbaro sistema actual”; asimismo indica que las 

reformas son muy simples, tanto para el cuerpo como para el 

espíritu de cada recluso, mediante medidas que no aíslen en 

forma total al recluso ni corrompan sus facultades mentales. Sus 

sugerencias, para su tiempo, dado el rigor de la ley, eran 

verdaderamente innovadoras, a fin de hacer más humanitaria la 

vida carcelaria. 

 

Por su parte Jhon Howar otro escritor que se impresiono al igual 

que Wilde, por la situación de los encarcelados en Inglaterra, viajó 



 

por toda Europa, para interiorizarse del estado de las cárceles, 

comprobando personalmente como los imputados eran recluidos y 

hacinados en pequeños recintos, lejos de la luz solar, falleciendo 

estos antes de cumplir su sentencia afectados por enfermedades. 

En las inquietudes de Howar se basa el movimiento denominado 

Penitenciario, que pretendía dotar de condiciones mínimamente 

aceptables para que los reclusos, fuera de cumplir sus penas, 

puedan ser rehabilitados y retornar a sus hogares como personas 

de bien 

 

Todo lo anteriormente expuesto dio lugar a partir de 1790, a los 

sistemas penitenciarios, que se inicio en Filadelfia y luego en 

Inglaterra, para luego abarcar todo el mundo   

 

I.2 Sistemas penitenciarios 

I.2.1 Sistema de comunidad 

El primer sistema penitenciario que se práctico fue el sistema de 

comunidad, que consistió en recluir en las prisiones, mejor o peor 

acondicionados, a todos aquellos que delinquían haciendo de los 

penados vida en común. 

Este sistema utilizado antiguamente, solo pretendía privar de 

libertad al que infringía alguna norma legal establecida y como 

finalidad sólo tenía el objeto de imponerle un castigo, para 

separarlo de esta manera de la sociedad con la que se había 

hecho incompatible 



 

Si bien resulta impropio hablar del sistema penitenciario al que nos 

hemos referido anteriormente, pero resulta importante a objeto de 

nuestro estudio, el antecedente histórico del año 320 de nuestra 

era, en la Constitución Imperial de Constantino, cuando se 

ordenaba la separación de los sexos en las prisiones, como la 

prohibición de los rigores inútiles, declarándose de la obligación 

que tiene el estado de mantener a su costa a los presos pobres, 

añade además que toda prisión debe contar con un patio bien 

soleado para alegría y salud de los presos.14 

 

Este sistema al que se le ha llamado “comunidad”, por la total 

confusión y mezcla de presos, entre los cuales existían enfermos 

incurables y contagiosos con otros en buen estado de salud, de 

criminales multireincidentes con primarios, de jóvenes con la edad 

madura fue condenado una vez que se puso al análisis de 

diferentes reuniones internacionales que ya manejaban los 

principios de la ciencia penitenciaria a objeto de evitar los 

resultados de contagio inevitable del vicio y del crimen, por lo que 

preocupaba que subsista en cierta manera en alguna manera a 

pesar de las recomendaciones internacionales para el tratamiento 

de los reclusos.15 

 

I.2.2 Sistema Penitenciario Celular o Filadélfico 

Conocido como sistema celular, pensilvánico o filadélfico (por el 

lugar donde se implantó por primera vez), surge en el siglo XVIII 

                                                 
14 OMEBA: Enciclopedia Jurídica, Edit. Bibliográfica Argentina S.R.L., Buenos Aires – Argentina, 1953. Pág. 12. 
15 OMEBA: Enciclopedia Jurídica, Edit. Bibliográfica Argentina S.R.L., Buenos Aires – Argentina, 1953. Pág. 13. 



 

bajo la influencia de los cuáqueros, grupo religioso de tendencias 

puritanas. Los rasgos más característicos de este sistema son el 

aislamiento total del interno y la orientación penitencial religiosa. 

 

El preso pasaba día y noche encerrado en una celda, sin visitas ni 

trabajo o actividad que pudiera impedir o molestar la meditación, la 

única lectura permitida era la Biblia. Los efectos destructivos del 

aislamiento absoluto sobre la salud psíquica de los condenados no 

tardaron en hacerse evidentes a través de la llamada “locura 

penitenciaría”. Enrique Ferri, en su conocida obra “Sociología 

Criminal”, calificó el sistema celular “como una de las aberraciones 

del siglo XIX”. Sin embargo, este sistema fue exportado a Europa, 

donde se mantuvo en muchos establecimientos penitenciarios, 

preferentemente de los países nórdicos, durante el siglo XIX. En 

Latinoamérica y especialmente en Bolivia este sistema jamás tuvo 

aceptación.16 

 

I.2.3 Sistema de Auburn 

El nombre de este sistema penitenciario viene del nombre de una 

ciudad del Estado de Nueva York, donde se la implantó en una 

prisión el año 1818. Las características de este sistema son: 

Aislamiento celular nocturno combinado con vida en común y 

trabajo durante el día; disciplina severa, con castigos corporales 

frecuentes y silencio absoluto. A diferencia del celular, el sistema 

auburdiano se implantó de manera generalizada en los Estados 

                                                 
16 TOMAS MOLINA CËSPEDES, Derecho Penitenciario, Edit.Gráfica “J.V.” Cochabamba – Bolivia, 2006, Pág. 34, 

35  



 

Unidos y también en Europa. En Bolivia no tuvo vigencia alguna 

este sistema, porque no se conoce que en alguna de sus cárceles 

se haya aislado completamente a los presos durante la noche, por 

el excesivo número de presos y escaso espacio que siempre 

caracterizaron a las cárceles bolivianas.17 

 

1.2.4 Sistema Progresivo 

Es un sistema que se forja en Europa, durante la primera mitad del 

siglo XIX, bajo la preocupación de  alcanzar un sistema 

penitenciario más dinámico y orientado hacia la finalidad 

reformadora o correctiva de los presos. La idea básica consiste en 

la división del período total de cumplimiento en diversas etapas, 

cada una de las cuales supone una mayor distinción de la 

disciplina y más libertad para el interno. Las etapas van desde el 

aislamiento celular del sujeto hasta la libertad condicional y, la 

progresión, no se produce de manera automática sino a medida 

que evoluciona favorablemente la conducta del preso y su 

rendimiento en el trabajo. El hecho de que el sistema ofrezca un 

incentivo al recluso para su adaptación al nuevo medio es uno de 

sus aciertos. Este sistema fue adoptado en Bolivia a partir de 

1973, primero a través de la Ley de Ejecución de Penas y Sistema 

Penitenciario (D.L. No. 11080 de 19 de diciembre de 1973) y luego 

por Ley No.2298 de Ejecución Penal y Supervisión de 20 de 

diciembre de 2001.18 

 

                                                 
17 Ibid., Pág. 35 
18 Ibid., Pág. 36 



 

I.2.5 Sistema Reformador  

En la segunda mitad del siglo XIX, surgió en Norteamérica un 

movimiento penitenciario preocupado por la reforma de los 

delincuentes jóvenes. El primer centro penitenciario tipo 

“reformatorio” empezó a funcionar el año de 1876 en Elvira. Las 

condiciones de acceso al centro eran: Personas entre los 16 y 30 

años y sentencia determinada, con un mínimo y un máximo que 

permitía concretar el tiempo efectivo del internamiento de acuerdo 

con la evolución del sujeto. El sistema tenía elementos comunes 

con el progresivo, previendo una clasificación inicial de los presos, 

después de la cual se podía acordar, una regresión o progresión 

según el grado de confianza de que se hiciera merecedor el 

interno. Este sistema es inapelable en Bolivia, por cuanto la 

legislación penal no admite sentencias indeterminadas sino 

únicamente sentencia con una pena determinada. El sistema 

reformador supone un antecedente de los ideales de rehabilitación 

del condenado a través del deporte, la instrucción, enseñanza 

religiosa y trabajo. Este sistema estaba destinado únicamente a 

los presos jóvenes, que necesariamente debían estar recluidos en 

centros penitenciarios especializados. Al respecto, en Bolivia hay 

un divorcio absoluto entre la Ley y la realidad. Mientras la Ley 

manda que los presos jóvenes deben estar separados de los 

adultos, en la realidad todos, jóvenes y adultos, comparten los 

mismos ambientes en las cárceles bolivianas.19 

 

 

                                                 
19 Ibid., Pág. 36 



 

1.3 Las penas y su ejecución 

1.3.1 En el pueblo aymará 

El pueblo aymará, formado por núcleos triviales asentados en las 

riberas del lago Titicaca, según Bautista Saavedra en su libro “El 

Ayllu” postula la tesis de que los aimaras tuvieron una avanzada 

organización social; las penas que se imponían eran de carácter 

severo como la muerte y el destierro. Se precautelaba la integridad 

de la comunidad, más allá del interés personal, repeliéndose las 

agresiones extrañas al conjunto del ayllu. 

 

1.3.2 En el Imperio Incaico 

Las penas se aplicaban no por haberse cometido un delito en sí., 

sino por el quebranto de la palabra del Inca, soberano al que lo 

respetaban y veneraban como a Dios encarnando al padre Sol. 

En un sistema de castas, regían sanciones de reclusión con 

trabajos forzados a perpetuidad; asimismo tenían al “Zancay” que 

constituían verdaderas cárceles, en las que los cabecillas de 

alzamientos eran entregados a las fieras y si por causa alguna, 

lograban salir con vida, se solía colmarlos de honras y privilegios 

 

1.3.3 En la Época Colonial 

Las sanciones impuestas por los detentadores del poder a los 

nativos fueron sumamente draconianas, por delitos no tan graves 

se ordenaba la ejecución, tanto en la horca como con el 



 

descuartizamiento, se tomaba en cuenta la condición social del 

penado, siendo el nativo el que ocupaba la última escala de la 

pirámide social, sin derechos y abrumado por deberes, hecho que 

fue denunciado por los propios religiosos entre los que se 

encontraba Fray Bartolomé de las Casas, que fue uno de los 

primeros en escribir acerca del dogma de la libertad y la igualdad, 

fue el quien luchó en los últimos años de su vida a favor de los 

humildes. 

 

El Papa Paulo III había adoptado la teoría de la libertad del indio, 

al dictar en 1537 su famosa Bula, según la cual los indios eran 

verdaderos hombres y por tanto no podían ser privados de sus 

bienes ni sometidos a servidumbre. Esa Bula tuvo gran 

repercusión y alentó la prédica de las Casas, quien a partir de 

1539 intervino en todas las cuestiones que se trataron en juntas 

para el mejor gobierno de las Indias, consiguiendo valiosos 

progresos a favor de los nativos. 

 

En el Derecho Indiano, concebido para las colonias, se reconocían 

penas privativas de libertad como: la prisión, cadena perpetua, 

destierro, trabajos forzados; arrastrando en el castigo a toda la 

familia del y trasgresor de la ley, como el celebre caso de Túpac 

Amaru (José Gabriel Condorcanqui), en que se dispuso la muerte 

de su mujer Micaela, sus hijos, su hermano y otros parientes6 

 



 

La pena capital se aplicaba en diversas formas, predominando la 

horca, la decapitación, el garrote, el descuartizamiento y el 

arcabuceo para los militares. 

 

La pena de muerte que era solemne se aplicaba en la Plaza Mayor 

y la pena de azotes era afrentosa y se aplicaba a espaldas 

desnudas, por la calle y en la plaza; este tormento servia para 

obtener prueba. 

 

Para custodia y guarda de los delincuentes, dice una ley de Indias 

de 1578, se mandaban a construir cárceles en ciudades, villas y 

lugares, donde los alcaldes y carceleros tratarían bien a los presos 

y no los injurien ni ofendan. 

 

Las normas contenidas en las Partidas sobre el sistema carcelario, 

no se cumplieron nunca y el trato que prevaleció fue inhumano. 

 

1.3.4 En la Época Republicana 

La evolución de la prisión en Bolivia, es paralela con la concepción 

de pena, al inicio de esta época las cárceles eran centros de 

castigo que funcionaban en locales adaptados, sin infraestructura 

para la rehabilitación del condenado, por que las primeras leyes de 

la República asignaban a la pena un fin enteramente represivo. 



 

La primera cárcel que se construyo en Bolivia, fue la de Potosí por 

mandato de la Asamblea Constituyente el año 1826; y el 21 de 

noviembre de la misma gestión durante la presidencia del Mcal. 

Antonio José de Sucre se promulgo el primer Reglamento 

Carcelario de la República  que señalaba que “Los presidiarios 

andarán siempre con una cadena de fierro o cosa semejante al 

pie” y que fuera de las horas de trabajo, los presos indisciplinados 

debían ser asegurados con cepos. 

 

Es importante destacar que el 6 de noviembre de 1843 se 

promulgo  leyes para el campo penal; sus normas establecieron 

varias penas corporales, como la muerte, presidio, extrañamiento, 

reclusión y el destierro. 

 

La segunda infraestructura carcelaria con el fin específico para 

servir de cárcel fue la penitenciaria de San Pedro, en la ciudad de 

La Paz, en 1895 siguiendo los lineamientos de la Cárcel Radial o 

Panóptico muy de moda por entonces. Antes de transcurrido un 

año, el 16 de junio de 1896, se aprobó el Reglamento de Cárceles 

que lamentablemente no se cumplió. 

 

Mediante Decreto Supremo del 18 de julio de 1951 se dispuso la 

apertura de la Penitenciaria de Mujeres, con el objeto de que todas 

las reclusas rematadas de los Departamentos y Provincias del 

país sean concentradas en el presidio de ciudad de La Paz. 

 



 

Con el correr de los años en Bolivia se fue organizando 

lentamente y gradualmente el régimen penitenciario con 

características acordes al avance de la civilización y el progreso. A 

inicios de los años 90, teniendo como fundamentos los Convenios 

Internacionales en materia de Derechos Humanos, en Bolivia se 

empieza con la construcción de cárceles modernas como las de 

Moro Blanco en Tarija, el Abra en Cochabamba, Cantúmarca en 

Potosí, producto de la probación en los últimos años de leyes 

penales modernas, donde se propugnan el sentido rehabilitador y 

de reinserción social de la pena; pero actualmente se siguen 

teniendo limitaciones en todos los aspectos, donde el mayor 

problema es el de hacinamiento y promiscuidad que afectan a los 

reclusos, quienes pasan sus días inclusive junto a hijos menores y 

los que cuentan con recursos pagan derecho de celda para habitar 

menores cuartos 

 

1.4 Las penas y su ejecución en el Derecho Penal 

Militar 

1.4.1 Primeras disposiciones legales 

Mediante Ley del 1 de enero de 1827, bajo el gobierno del Mcal. 

Antonio José de Sucre se creó el Ejercito Nacional, como primer 

cuerpo armado de la Nación, y por Decreto Supremo del 12 de 

diciembre de 1929 el Mcal. Andrés de Santa Cruz, aprueba el 

Reglamento Orgánico del Ejercito Nacional. Aclarase que a la 

fundación de la República, aún continuaron vigentes las 

instituciones jurídicas españolas, nos referimos a las Ordenanzas 

Militares dada por el Rey Carlos III en 1768 para el Ejército y las 



 

Armadas Españolas y sus Colonias de Ultramar. Durante el 

gobierno del Gral. José Ballivián, se proyecta y pone en vigencia 

una codificación completa mediante Decreto Supremo de  15 de 

noviembre de 1843, elevado a rango de ley el año 1846, con la 

complementación en lo relativo a enjuiciamiento militar, hasta que 

el año 1894 se conforma una nueva Comisión Redactora, cuyos 

códigos son puestos en vigencia durante el gobierno de Ismael 

Montes por Ley del 24 de noviembre de 1904, rigiendo hasta el 

año 1976 oportunidad en que se aprueba los Códigos Banzer por 

Decreto Ley No. 13321  

 

1.4.2 La Codificación penal militar de 1904 

El año 1904 el Presidente Ismael Montes promulgo los Códigos de 

Organización Militar, Código Penal Militar y Código de 

Procedimientos Militares, los mismos que fueron observados como 

Ley de la República el 24 de noviembre  de ese mismo año. 

 

El Código Penal de entonces, calificaba las penas en Corporales, 

donde consideraba la pena de prisión militar en tres grados (1 a 3 

años; 4 a 6 años y 7 a 10 años) que debía cumplirse en una 

penitenciaría pública; asimismo se tenia las penas privativas de 

honores y derechos donde se consideraba entre otras cosas la 

degradación. 

 



 

Esta legislación militar establecía en el Art 219 que para 

desertores que cometían este delito por primera vez se los 

sancionaba con recargo de un año del servicio obligado por ley y 

cuando tenia agravantes aumentaba la sanción; si cometían el 

delito  por segunda vez se les aplicaba la pena privativa de libertad 

y enviaba  a los delincuentes a una Compañía de Corrección en 

las colonias militares. 

 

Asimismo, otorgaba atribuciones para aplicar penas, al Consejo de 

Disciplina, al Ministerio de Guerra y Autoridades Superiores por su 

competencia ejecutiva y a los Jefes de Cuerpo y establecimientos 

militares. 

 

Respecto a las faltas disciplinarias el artículo 290 del Código Penal 

de 1904, consideraba que las faltas de disciplina, son todas las 

acciones u omisiones de poca gravedad contrarias a los deberes 

militares que no estén en este Código o leyes especiales, o que no 

deben ser juzgados por Consejos de Guerra. 

 

El artículo 85 del mismo cuerpo judicial, con referencia a la 

extinción y prescripción de los delitos y penas militares, señala que 

la conmutación de la pena de muerte será con prisión de diez años 

o con extrañamiento por igual tiempo 

 



 

Respecto a las penas y sus efectos, el Art. 42 indicaba, las panas 

por faltas a la disciplina se aplicarán con arreglo al respectivo 

Título de este Código. 

 

El artículo 46 indica que la pena de prisión militar parea los 

Clases, en cualquier grado, llevará consigo la degradación 

 

En el transcurso de los años, se fueron emitiendo otras 

disposiciones que complementaban a los Códigos de 1904; y la 

aparición de nuevas formas de delitos, como el secuestro, el 

abigeato, el terrorismo, el trafico de estupefacientes aprovechando 

la condición de militar, el desarrollo de la aviación, las nuevas 

armas, el genocidio, la aparición con mayor fuerza de organismos 

internacionales, hace que los Códigos de Justicia Militar de 1904 

requieran una modernización después de 72 años de vigencia 

 

1.4.3 Codificación penal militar en vigencia. 

Por Decreto Ley No. 13321 del 22 de enero de 1976, se 

promulgaron los nuevos Códigos de Justicia Militar, constituidos 

por: Ley de Organización Judicial Militar, Código Penal Militar y el 

Código de Procedimiento Penal Militar, entrando en vigencia el 2 

de abril de 1976 

 



 

En el Código Penal Militar, se divide las penas en: Corporales que 

comprende las de prisión, reclusión y de muerte; y las Privativa de 

Honor y Derechos que comprende la degradación, baja y 

suspensión temporal del mando, con algunas diferencias del 

anterior. 

 

El artículo 24 señala que la pena de muerte y prisión militar, 

llevará consigo la degradación. Otros cambios que se motivan, son 

la introducción de delitos aeronáuticos y navales; pero no señala la 

diferencia específica de “prisión” y “reclusión”; asimismo, no 

establece el régimen penitenciario, empero prescribe la 

rehabilitación 

 

La conmutación de la pena de muerte es de treinta años de prisión 

sin derecho a indulto y rebaja de pena. 

 

La deserción de conscriptos en tiempo de paz, ha sido suprimida 

como figura delictiva en el Código Penal Militar, pasando la 

responsabilidad de su sanción a las autoridades ejecutivas 

militares, por considerarse que se trata de una infracción contra la 

disciplina militar. Lógicamente que la deserción en tiempo de 

guerra, se hace pasible a la sanción penal, con una nueva 

característica, se cumplirá al concluir el estado de guerra, lo 

contrario sería favorecer el objetivo del desarrollo. 

 



 

CAPITULO II 

DIAGNOSTICO DE LA NORMATIVA VIGENTE Y 

DISPOSICIONES LEGALES SOBRE EL TEMA DE 

INVESTIGACION 

 

El derecho Militar tiene características  sui géneris que le dan carácter especial, 

que alcanza incluso al Derecho Constitucional, es así que la Nueva Constitución 

Política del Estado en su Art. 245 dispone: “La organización de las Fuerzas 

Armadas descansa en su jerarquía y disciplina. Es esencialmente obediente, no 

delibera y está sujeta a las leyes y a los reglamentos militares…..” 20 

 

En el mismo documento en el Art 180, parágrafo III, señala textualmente “La 

jurisdicción ordinaria no reconocerá fueros, privilegios ni tribunales de 

excepción. La jurisdicción Militar juzgará los delitos  de naturaleza militar 

reguladas por la ley",21 sin embargo, la tipificación de los delitos militares no 

esta definida y esta en proceso de actualización y compatibilización  con las 

nuevas normas de la Constitución Política del Estado. 

 

Las Fuerzas Armadas del nuevo Estado Unitario Social de Derecho 

Plurinacional  Comunitario, al estar sujeta a sus leyes y reglamentos militares, 

tienen un régimen especial en cuanto respecta a la situación jurídica nacional.  

                                                 
20 Nueva Constitución Política del Estado. Aprobado e el Referéndum del 25 de enero de 2009 y 

promulgado el 7 de febrero de 2009. Edición UPS. La Paz Bolivia. Pág.69 
21 Ibid Pág.52 



 

Las leyes y reglamentos jurídicos militares en vigencia se caracterizan: 

a) Por su aplicación a las tres instituciones de Defensa Nacional 

(Ejercito, Fuerza Aérea y Armada Boliviana) 

b) Por contener en ellos las normas militares (sustantiva y adjetivas), 

tanto en tiempo de paz como en tiempos de guerra 

 

Al presente rigen en materia castrense: el Título VII. Arts. 243 – 250 de la 

Nueva Constitución Política del Estado; el Código Penal Militar; la Ley de 

Organización Judicial Militar y el Código de Procedimiento Penal Militar (todos 

puestos en vigencia por Decreto Supremo de 13 de mayo de 1975) y la Ley 

Orgánica de las Fuerzas Armadas de la Nación (puesto en vigencia por Decreto 

de 23 de diciembre de 1993) 

 

2.1. Código sustantivo militar 

El Derecho Militar es una rama independiente del derecho Público, que 

tiene sustantividad propia, por tanto, independiente del Derecho 

Administrativo, dentro del cual lo incluían muchos autores, pero 

indudablemente se relaciona con el en forma estrecha, igualmente 

independiente del Derecho Penal Común, pero con el también tiene 

estrecha relación, tampoco se lo puede incluir dentro del Derecho 

Procesal Penal, ya que la forma de juicio militar es diferente al común, 

puesto que predomina el juicio oral 

 



 

El Código Sustantivo Militar contempla el en abstracto, el delito y la pena;  

es el conjunto de normas de carácter punitivo para mantener la disciplina 

militar, que en su base de sustentación, rige en forma particular y 

permanente en las Fuerzas Armadas. La legislación penal militar anterior 

fue codificada en el gobierno del Gral. Ismael Montes, concretamente el 

24 de noviembre de 1904; y después de estar vigente por mas de 70 

años, resultaba anacrónico y desubicado en el campo del Derecho Penal 

Militar porque muchas de sus disposiciones no condecían con la realidad 

del país y la necesaria promoción de sus instituciones. 

 

Las conflagraciones mundiales fueron la causa para que aparecieran 

nuevas modalidades de delitos militares, tales como la organización de 

quinta columnistas, el sabotaje en sus diversas formas y modalidades, el 

accionar de las guerrillas, la incursión en el espacio aéreo de otros 

países, los delitos en aeronaves y barcos de otra nacionalidad, el uso de 

armas prohibidas, la ruptura de convenios internacionales, el genocidio 

emergente de un conflicto bélico que indudablemente dio lugar a la 

organización del Tribunal de Nuremberg, etc. 

 

Estando en plena vigencia la nueva legislación penal común, desde el 06 

de agosto de 1973, y los nuevos códigos militares de justicia, aprobados 

por Decreto Ley Nº 13321 del 22 de enero de 1976, al presente resulta 

necesario e impostergable introducir algunas modificaciones en especial 

al Código Penal Militar, que en la actualidad presenta falencias 

conceptuales y falta de unidad con la legislación penal común, que en 

esencia debía seguir la filosofía de la codificación penal vigente 

acomodándose a las exigencias de la disciplina militar. 



 

2.2. Código adjetivo militar 

Es el medio o el mecanismo que se valen las Fuerzas Armadas, para 

poner en acción la Justicia Militar. 

 

Se refiere a la manera de aplicar o hacer valer, en un caso especifico, la 

norma penal, por medio de un proceso, que establezca la sanción que le 

corresponde  al culpable. 

 

Si la Ley y los Tribunales Militares no existieran en la Fuerzas Armadas, 

o estuvieran privados de la confianza que le dispensan los militares, cada 

vez que estos fueran acusados o afectados en su dignidad, fatalmente 

tomarían la justicia por sus propias manos y las arbitrariedades se 

sucederían. 

 

Para evitar que la fuerza se desborde, se le ofrece un medio que es el 

aprovechamiento de elementos de la misma Institución, que despiertan 

tal confianza en su actuación que sea de reconocimiento general y 

faciliten así la más serena y poderosa acción de la Justicia Militar 

 

De tal manera, la Justicia Militar está encargada de juzgar y definir por 

medio de organismos denominados Tribunales Militares los delitos de 

carácter militar y ciertas infracciones disciplinarias. 

 



 

La Justicia Militar tiene sus atributos propios y se halla encargada de 

sancionar los hechos considerados como delitos en concordancia al 

Código Penal Militar 

 

O como expresa el ilustre tratadista mexicano, Ricardo Calderón Serrano  

“Es el conjunto de principios, normas y disposiciones legales que para la 

protección de la disciplina militar hacen seguir al delito que es la 

infracción, la imposición al culpable de la pena que es la sanción”.   

 

Y completa su pensamiento, relacionando los deberes en su contenido 

calificándolos de primordiales, fija los siguientes: “fidelidad a la patria, 

sometimiento a la Constitución, régimen de sus instituciones, autoridad 

por ella establecida, obediencia al superior en el mando respecto al 

superior de grado, observancia de la ética profesional, ejercicio correcto 

del mando, sujeción a los régimen de servicio”. 

 

El diccionario jurídico de Manuel Osorio define a la Justicia Militar 

como:”La que se ejerce en ese fuero y que se regula por el Código de 

Justicia Militar, que contiene preceptos sobre organización y competencia 

de los Tribunales Militares, procedimientos en los juicios militares, delitos 

y penalidades”.  

 

Se halla vigente el Código de Procedimiento Penal Militar, con reformas 

al anterior, el mismo que buscó simplificar el trámite del proceso militar, 

pero en la práctica se ha complicado mas, puesto que se suprimió la fase 



 

del Sumario en el proceso penal pasando directamente al juzgamiento 

formal en el Tribunal Permanente de Justicia Militar, sin tomar en 

consideración que en el Sumario Informativo instruido en la Unidad o 

repartición de origen, no siempre cumple debidamente con la 

individualización del agente del delito, la identificación del cuerpo y del 

instrumento del delito; por no tener el personal capacitado ni los medios 

legales en las guarniciones militares para tal finalidad y así se pasa al 

juzgamiento formal, sin tener todos los elementos de juicio 

indispensables para la comprobación del hecho antijurídico, debido a la 

deficiente tramitación de las diligencias de policía judicial militar. 

 

2.3. Ley Orgánica de las Fuerzas Armadas 

 

La Ley Orgánica de las Fuerzas Armadas (LOFA) “Comandantes de la 

Independencia de Bolivia” Ley N° 1405 establece en su Capítulo V De la 

Administración de Justicia Militar, Art. 26 “ La Administración de Justicia 

Militar, se ejerce a nombre de la Nación, por las Autoridades, Tribunales 

y Jueces establecidos en los Códigos Militares y la presente Ley”  ; Art. 

27 “los Tribunales Militares forman parte de la estructura orgánica de las 

Fuerzas Armadas, son independientes y autónomos en la administración 

de la Justicia. Su organización, funcionamiento y procedimientos son de 

carácter permanente y están determinados por sus Códigos y Leyes 

Militares. El presupuesto para su régimen administrativo será gestionado 

por el Ministerio de Defensa Nacional”. 

 

 

En esta Ley  se especifica claramente que la administración de justicia en 

las Fuerzas Armadas estará determinada por sus Códigos y Leyes 

Militares.   



 

2.4.   Ley de Organización Judicial Militar 

Establece en su Capítulo II Organismos que Administran Justicia Art. 22 

(Tribunales Militares) “Tienen potestad para administrar Justicia Militar: 1) 

El Tribunal Supremo de Justicia Militar;  2) El Tribunal Permanente de 

Justicia Militar 

 

Sobre los establecimientos penales y centros de detención en la 

Legislación Militar, esta ley manifiesta: Art. 82 “Todos los 

establecimientos militares o de simple detención estarán bajo la 

autoridad y custodia de la Policía Militar”, disposición de la que se 

desprende que deben existir físicamente establecimientos penales 

militares 

 

2.5.   Reglamentos Militares 

 

Integra este tópico la Doctrina de Guerra, la Doctrina de la Defensa 

Nacional, el Decreto Supremo Nº 27109 de 14 de julio de 2003 que 

reglamenta la Participación de la Fuerzas Armadas de la Nación en el 

Desarrollo Integral del País, las negociaciones y los medios a utilizar en 

momentos de conflicto internacional, etc.; así como los tratados, 

protocolos, acuerdos, territorialidad y extraterritorialidad, etc., conforme al 

Derecho Internacional Público 

 

 

 

 



 

CAPÍTULO  III 

ANALISIS DEL DERECHO COMPARADO 

RELACIONADO CON LA PROBLEMÁTICA 

EXISTENTE 

 

La gran mayoría de las Fuerzas Armadas en el mundo cuentan en la actualidad 

con un ordenamiento jurídico, complementado con un Sistema Penitenciario 

Militar, Bolivia no es una excepción también cuenta con su ordenamiento 

jurídico, pero no cuenta con un Sistema Penitenciario Militar ni mucho menos 

con una Ley de Régimen Penitenciario Militar. 

 

El año 1984 el Tribunal Supremo de Justicia Militar redacto un proyecto de 

Reglamento de Funcionamiento y Régimen de Prisiones Militares; asimismo 

este mismo Tribunal el año 1992 redacto el proyecto de Ley de Ejecución de 

Penas y Régimen Penitenciario Militar, documentos que no se pusieron en 

ejecución. 

 

El propósito de este capitulo es el de realizar una comparación de la 

problemática,  analizando sintéticamente como son los Regimenes 

Penitenciarios Militares en algunos países y como es en la Justicia Ordinaria de 

Bolivia. 

 



 

3.1 Régimen Penitenciario Militar Mexicano 

En México el Sistema Penitenciario Militar, se compone de prisiones 

militares y un conjunto de normas homologadas en la Constitución 

Federal, Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, Ley 

Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea mexicanos, Reglamento Interior de 

la Secretaría de la Defensa Nacional y Reglamento General de Prisiones 

Militares, este último ordenamiento, regula la organización y 

funcionamiento de las prisiones castrenses. 

 

Por otra parte la organización del Sistema Penitenciario Militar, se 

encuentra estructurado por la Secretaría de la Defensa Nacional, 

Dirección General de Justicia Militar y tres prisiones militares que 

integran este sistema, ubicadas en las ciudades de México D.F., 

Guadalajara Jalisco y Mazatlán.  

 

Respecto al Régimen Penitenciario Militar este se denomina Reglamento 

General de las Prisiones Militares, el cual regula la organización, 

funcionamiento y actividades de las prisiones militares; este  reglamento 

consta de siete títulos y  ciento diez artículos. 

 

Según su Art. 2 “Las prisiones militares son instalaciones que tienen por 

objeto el control y la custodia de militares arrestados, detenidos y 

procesados; así como la readaptación del personal sentenciado, bajo un 

régimen de adiestramiento, disciplina, moral, trabajo y educación”. 

Las prisiones militares en México, dependen de la Secretaría de la 

Defensa Nacional por conducto de la Dirección General de Justicia 



 

Militar, la que se encargará de organizar, dirigir y supervisar su 

funcionamiento, así como la aplicación de su reglamento. 

 

 

Este reglamento fue promulgado en la Residencia del Poder Ejecutivo 

Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los dieciocho días del 

mes de noviembre de mil novecientos noventa y cuatro, durante la 

presidencia de Don Carlos Salinas de Gortari y rubricado por el 

Secretario de la Defensa Nacional. 

 

 

Asimismo se tiene como apoyo al documento anterior el Reglamento de 

los Grupos de Militares Procesados y Sentenciados, el cual regula la 

organización, funcionamiento y control de las actividades de los 

generales, jefes, oficiales y tropa del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos 

y sus equivalentes en la Armada, que se encuentren sujetos a proceso o 

cumpliendo sentencia, por algún delito del fuero militar, común o federal. 

Asimismo establece la forma de pago de haberes y demás percepciones 

a que tengan derecho, de conformidad con las disposiciones  legales 

aplicables. 

 

 

Este último documento fue promulgado en la Residencia del Poder 

Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal , a los tres 

días del mes de junio  de mil novecientos noventa y seis, durante la 

presidencia de Don Ernesto Zedillo Ponce  de León y consta de treinta 

artículos.   

 

 



 

3.2. Régimen Penitenciario Militar Español 

Denominado Reglamento de Establecimientos Penitenciarios Militares, 

se inspirará en los principios de la Ley Orgánica General Penitenciaria, 

acomodados a la especial estructura de las Fuerzas Armadas, y cuya 

“finalidad primordial la reeducación de los internos en orden a su 

reincorporación a las Fuerzas Armadas o, en su caso, a su reinserción 

social, así como la retención y custodia de los detenidos, presos y 

penados. Igualmente tienen a su cargo una labor asistencial y de ayuda 

para internos”22 

 

Este Reglamento consta de trece capítulos y cuarenta y dos artículos 

donde se ve en el capítulo I. disposiciones generales. (Arts. 1 al 4), 

capítulo II. Régimen general de los establecimientos penitenciarios. (Arts. 

5 al 9), capítulo III. régimen aplicable a los preventivos. (Arts. 10 al 13), 

capítulo IV. Régimen aplicable a los penados. (Arts. 14 al 18), capítulo V. 

comunicaciones, régimen disciplinario y reclamaciones. (Arts. 19 al 21), 

capítulo VI. Instrucción militar y trabajos penitenciarios. (arts. 22 y 23), 

capítulo VII. de los beneficios penitenciarios. (Art. 24), capítulo VIII. de 

los permisos de salida. (Art. 25), capítulo IX., vigilancia y traslados. (Arts. 

26 al 28), capítulo X. de la libertad condicional. (Arts. 29 al 33), capítulo 

XI. de la libertad definitiva. (Arts. 34 y 35), capítulo XII. del juez de 

vigilancia. (Art. 36), capítulo XIII. de los órganos y personal de los 

establecimientos. (Arts. 37 al 42) 

 

De acuerdo a este Reglamento los condenados a penas privativas de 

libertad y los presos preventivos y detenidos gozarán de los derechos 

fundamentales reconocidos en su Constitución; además el principio 

                                                 
22 REAL DECRETO 1396/1992, de 20 de noviembre, Reglamento de Establecimientos 

Penitenciarios Militares. Art. 1, España. 1992 
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constitucional de la presunción de inocencia presidirá el régimen 

penitenciario de los internos preventivos o provisionales y de los 

detenidos. 

 

Según este Reglamento, los responsables de los establecimientos 

penitenciarios velarán por la vida, integridad y salud de los internos y les 

facilitarán el ejercicio de sus derechos civiles, políticos, sociales, 

económicos y culturales, sin exclusión del derecho de sufragio, salvo que 

sean incompatibles con el objeto de su detención, prisión o cumplimiento 

de la condena. Asimismo, velarán por el ejercicio del derecho al trabajo y 

a las prestaciones del Régimen Especial de Seguridad Social de las 

Fuerzas Armadas y por el reconocimiento y respeto de cualesquiera 

otros que tuviera adquiridos. 

 

“Los establecimientos penitenciarios militares se dividirán en distintas 

secciones, unidades o departamentos, atendiendo al sexo, estado de 

salud, categoría militar, condición de preventivos o penados y, dentro de 

éstos, en razón al grado de tratamiento”23. 

 

El ingreso de los detenidos y presos se hará mediante orden o 

mandamiento de la autoridad u órgano judicial competente; asimismo los 

detenidos serán puestos en libertad por el Director del establecimiento si 

transcurridas las setenta y dos horas siguientes al momento del ingreso 

no se hubiese recibido mandamiento u orden de prisión del órgano 

judicial competente 

 

                                                 
23 REAL DECRETO 1396/1992, de 20 de noviembre, Reglamento de Establecimientos 

Penitenciarios Militares. Art. 6, España. 1992 



 

La libertad de los detenidos y presos sólo podrá ser acordada por la 

autoridad u órgano judicial competente, los cuales librarán al Director del 

establecimiento el mandamiento necesario para que aquélla tenga lugar 

 

El régimen aplicable a los penados estará en función del grado de 

tratamiento en que se encuentren. El primer grado, que será excepcional, 

se cumplirá en régimen cerrado; el segundo grado, en régimen ordinario, 

y el tercer grado, si ha lugar, en régimen abierto. 

 

Cumplirán las penas en régimen excepcional cerrado los penados que, 

por ser calificados de peligrosidad o aquellos cuya conducta sea 

calificada de inadaptación extrema al régimen penitenciario ordinario o 

abierto, se les clasifique en primer grado de tratamiento. 

 

El régimen general de cumplimiento de las condenas será el ordinario 

correspondiente al segundo grado. 

 

Cumplirán las penas en régimen abierto los penados clasificados en 

tercer grado, por estimar que, bien inicialmente, bien por evolución 

favorable en segundo grado, puedan recibir tratamiento en régimen de 

libertad restringida. 

 

Las referencias que el Reglamento hace a las Fuerzas Armadas o a sus 

miembros comprenden también al Cuerpo de la Guardia Civil o a sus 

miembros. 

 



 

La vigilancia y seguridad exterior de los establecimientos penitenciarios 

militares corresponderá a la Policía Militar y a las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado. 

 

Las prisiones militares en España, dependen del Ministerio de Defensa 

Español, mediante el Director general de Personal del Ministerio de 

Defensa.  

 

El Reglamento de Establecimientos Penitenciarios Militares, fue 

promulgado en Madrid – España mediante Real Decreto 1396/1992, de 

20 de noviembre del mismo año, para entre en vigor el 1 de enero de 

1993. 

 

3.3 Régimen Penitenciario Militar de Colombia 

En la República de Colombia según el Título decimoprimero "Ejecución 

de sentencias" Capítulo I "Disposiciones generales" Art. (Creación de 

cárceles militares o policiales) "Para el cumplimiento de las penas 

privativas de la libertad impuestas por el personal militar o de la Policía 

Nacional, el Gobierno Nacional creará los establecimientos carcelarios 

militares o policiales necesarios, de conformidad con los planes y 

reglamentos que presenten los ministerios de Defensa Nacional y de 

Justicia y del Derecho"24 

 

Este artículo nos hace ver que la Justicia colombiana militar no cuenta 

con establecimientos carcelarios militares, donde puedan cumplir su 

                                                 
24 LEY número 522 de 199, Normas rectoras de la ley penal militar,  Colombia, 1999, Pág. 184 



 

sentencia los militares juzgados por los tribunales militares, actualmente 

los reos militares cumplen su condena en cárceles civiles, pero en 

ambientes especiales, separados de los reos comunes ordinarios, pero 

estar sujetos al Régimen Penitenciario de dichas cárceles. 

 

3.4. Régimen Penitenciario Ordinario de Bolivia 

Bolivia cuenta en la actualidad con un Sistema Penitenciario Nacional 

que es aplicable para la Justicia Ordinaria, y para aquellos delitos 

comunes cometidos por militares en tiempo de paz, no así para aquellos 

que cometieron delitos netamente militares, quienes son procesados en 

los Tribunales Militares.   

 

En los distintos recintos carcelarios existentes en el Estado Plurinacional 

Boliviano prevalece la precariedad, con excepción de algunos como el de 

Chonchocoro en la ciudad de La Paz, el Abra en la ciudad de 

Cochabamba y en parte el  recinto carcelario de Palmasola en la ciudad 

de Santa Cruz que están más organizados y donde el reo tiene la 

oportunidad de la rehabilitación social. 

 

El Sistema Penitenciario Nacional esta reglamentado  en: el Decreto Ley 

No. 11080 del 19 de septiembre de 1973 de Ejecución de Penas y 

Sistema Penitenciario; el Reglamento General de la Ley de Ejecución de 

Penas y Sistema Penitenciario del 23 de septiembre de 1987; el 

Reglamento de visitas para los detenidos según Resolución Ministerial 

No. 2286 de fecha 4 de agosto de 1992; la Resolución bi-ministerial No. 

001/95 del 27 de enero de 1995 referida al Reglamento de beneficio de 

Pre-libertad bajo la modalidad de extramuros; la Ley No. 1685 del 2 de 

febrero de 1996 referido a la Fianza Juratoria contra la retardación de 

justicia  



 

 

En la Justicia Militar, actualmente no se cuenta con ninguna Ley que 

reglamente el Sistema Penitenciario Militar, por esta razón sus reos están 

cumpliendo sus condenas en el Centro de Detención y Cumplimiento de 

Condenas del Regimiento Escuela de Policía Militar “Saavedra” sin un 

sistema de readaptación social, para su reinserción en la sociedad. 

 

  

3.5. Percepción de los juristas sobre el Régimen 

Penitenciario Militar 

 

Una investigación exploratoria realizada entre los  abogados 

profesionales que desempeñan funciones en el Tribunal Militar y 

dependencias de las Fuerzas Armadas demostró los siguientes 

resultados: (ver anexo No. 1) 

 

Se estableció que abogados civiles tienen limitaciones en el 

conocimiento de la Normativa militar – Solo juaristas militares saben que 

los sentenciados por la Justicia Militar Boliviana( 80%) cumplen reclusión 

en instalaciones de las Policías Militares y 20 % indica que cumplen 

sentencia en dependencias asignadas por cada Fuerza, a pesar que por  

Auto Supremo pronunciado por la Sala Plena del Tribunal Supremo de 

Justicia Militar, se dispone que los sentenciados militares deban cumplir 

su condena en carceletas de la Policía Militar,. 

 

También se evidencio que el 75 % de los encuestados reconocieron que 

no existe en las carceletas dependientes de las Policías Militares un 

Régimen Penitenciario Militar porque sus regulaciones son ocasionales, 



 

el otro 25 %  manifiesta que no tiene conocimiento alguno sobre tal 

situación 

 

Respecto a las instalaciones carcelarias con que cuenta la Policía Militar, 

manifiestan que estas instalaciones no son las adecuadas para cumplir 

una sentencia militar, como señalan  el 78% de los encuestados, pero  

son los únicos ambientes existentes, el 22 % cree que son las más 

adecuadas 

 

No existe, un Sistema Penitenciario Militar según el 90 % de los 

consultados porque existe una confusión de conceptos relacionados con 

el Sistema y Régimen Penitenciario Militar, el 10 % manifiesta que si 

existe. 

 

Sin considerar las condiciones de disciplina y régimen vertical de la 

justicia militar, el 80 % de los encuestados esta de acuerdo que se 

incorpore una Ley de Régimen Penitenciario Militar a las carceletas 

dependientes de las Policías Militares, con las mismas prerrogativas del 

Régimen Penitenciario Ordinario, es decir en la rehabilitación de los reos 

para su futura actividad en la vida civil; un 10 % indica que no se debe 

incorporar la Ley de Régimen Penitenciario debido a que con la 

rehabilitación social se descuida los aspectos de seguridad nacional, y 

secreto militar porque  los sentenciados militares  tiene conocimiento de 

doctrina militar que puede ser utilizada  en forma adversa a la institución 

cuando cumplan su sentencia; .el otro 10 % manifiesta que no porque la 

infraestructura de estas instalaciones carcelarias no son las adecuadas 

para implementar dicho Régimen. 

 

 



 

3.6. Análisis de factibilidad de la propuesta 

Para elaborar la propuesta se diseñó un análisis FODA que pueda 

demostrar la necesidad de implementar un Régimen Penitenciario Militar 

en Bolivia. 

            FACTORES EXTERNOS 

 

 

 

 

FACTORES INTERNOS 

OPORTUNIDADES (O) 

1. Intercambio constante 
de justicia militar 
comparada 

2. Asesoramiento de 
Justicia Militar de países 
amigos 

3. Apoyo de instituciones a 
la Justicia Militar 

AMENAZAS (A) 

1. Corriente doctrinaria 
para eliminar la 
Justicia Militar 

2. Proceso de reforma 
judicial reestructurando 
la Justicia Militar 

FORTALEZAS (F) 

1. Reconocimiento de la 
Justicia Militar por la 
CPE como instrumento 
legal 

2. Vigencia de los 
tribunales de Justicia 
Militar 

3. Independencia de la 
Justicia Militar en Bolivia 

4. Respeto a las decisiones 
de la Justicia Militar por 
la Justicia Ordinaria 

ESTRATEGIAS (FO) 

1. Mejorar el Sistema de 
Justicia Militar 

2. Fortalecer el Sistema  de 
Justicia Militar en áreas 
críticas 

ESTRATEGIAS (FA) 

1. Fortalecer el Sistema  
de Justicia Militar en 
áreas criticas 

2. Mantener la 
independencia del 
Sistema de Justicia  
Militar 

DEBILIDADES (D) 

1. Recintos carcelarios 
inadecuados 

2. Ausencia de algunos 
reglamentos e 
instrumentos de la 
Justicia Militar 

3. Alta rotación de personal 
militar en la Justicia 
Militar 

4. Falta de una carrera 
judicial militar 

ESTRATEGIAS (DO) 

1. Lograr el apoyo del 
gobierno para mejorar el 
Régimen Penitenciario 
Militar 

2. Elaborar Reglamentos e 
Instrumentos del 
Sistema de Justicia 
Militar en base a la 
Justicia Militar 
comparada 

3. Crear la carrera Judicial 
Militar   

ESTRATEGIAS (DA) 

1. Elaborar el proyecto de 
la ley del Régimen 
Penitenciario Militar 

2. Construir cárceles para 
los reos de la Justicia 
Militar 

3. Crear la carrera judicial 
Militar 

 



 

JERARQUIZACION DE ESTRATEGIAS SEGÚN FACTIBILIDAD 

1. Elaborar la propuesta de la Ley de Régimen Penitenciario Militar 

2. Fortalecer el Sistema de Justicia Militar en aéreas críticas 

3. Mantener la independencia del Sistema de Justicia Militar 

4. Elaborar Reglamentos e Instrumentos del Sistema de Justicia Militar 

en base a Justicia Militar comparada 

5. Lograr el apoyo del gobierno para mejorar el Régimen Penitenciario 

Militar 

6. Crear la carrera Judicial Militar 

IDENTIFICACION DE LA FACTIBILIDAD DE LA LEY DE RÉGIMEN 

PENITENCIARIO MILITAR 

ÁREAS DE EXITO FACTIBILIDAD 

Organización y estructura Alcanzar independencia y autonomía en la ejecución de 

penas en recintos carcelarios militares apropiados 

Conexitud Vigencia del Sistema de Justicia Militar independiente, 

reconocido por la CPE y el Sistema Judicial Nacional 

Modernización del Sistema Elaboración de la Ley de Régimen Penitenciario Militar en 

base a la Justicia Militar comparada 

Transparencia Fortalecer la carrera Judicial Militar 

Seguridad Jurídica Vigencia de la normativa Judicial Militar en Bolivia 

 

Estrategia definida 

“Elaborar un Régimen Penitenciario Militar para Bolivia” 



 

CAPITULO  I V 

PROPUESTA PARA LA IMPLEMENTACION DEL 

REGIMEN PENITENCIARIO EN LA JUSTICIA 

MILITAR EN BOLIVIA 

 

4.1 Formulación fundamentada de la propuesta 

Las Fuerzas Armadas de Bolivia en la actualidad no disponen de un 

Sistema Penitenciario MiIitar, mucho menos de un Ley de Régimen 

Militar Penitenciario, tampoco cuentan con  una infraestructura 

penitenciaria adecuada a los tiempos actuales  (las condiciones de 

habitabilidad deben contar con elementos necesarios para satisfacer 

decentemente las necesidades humanas de los reclusos, debe tener 

áreas verdes, campos deportivos y biblioteca entre otros), donde puedan 

cumplir su condena los sentenciados por los Tribunales Militares, esta 

situación fue verificada por el investigador en visitas realizadas a las 

Unidades de Policía Militar del Ejercito, Fuerza Aérea y Armada 

Boliviana. 

 

El Centro de Detención y Cumplimiento de Condena del Regimiento 

Escuela de Policía Militar No. 1 “Saavedra” del Ejército solo cuenta con 

unas carceletas en sus  instalaciones que se encuentran en el Gran 

Cuartel de la zona de Miraflores en la ciudad de La Paz, la misma no 

cumple con los requisitos mínimos que debe tener un recinto 

penitenciario, está al mando de un Suboficial que esta a cargo de una 



 

guardia de seguridad el cual cumple las 24 horas del día y cuenta con 

dos puestos de centinela, los reos habitan unas cuartos habilitados como 

carceletas con escasa seguridad, solamente sus puertas son enrejadas, 

tienen baño común y un pequeño patio de recreación y su alimentación 

es la misma que consume el soldado que esta prestando su servicio 

militar en dicha Unidad Castrense. (Ver anexo No. 2)  

 

La Fuerza Aérea no cuentan con una infraestructura carcelaria, sus reos 

están alojados en recintos habitacionales que están destinados a los 

Oficiales solteros, resguardados por una guardia de dos soldados en 

forma permanente, los mismos que están apostados en la puerta de 

dichas habitaciones, cuentan con un baño común, no tiene patio de 

recreación y la alimentación de los reos es proporcionada por el 

Comando de la Policía Militar. Aprovechando esta situación y por la 

precariedad de las instalaciones, dos personeros de dicha fuerza que 

cumplían arresto preventivo ordenado por el Tribunal Permanente de 

Justicia Militar  fugaron recientemente, ocasionando un gran perjuicio en 

la continuidad del proceso respectivo     

 

La Armada Boliviana tampoco cuenta con una infraestructura carcelaria, 

actualmente no tienen ningún reo que este cumpliendo sentencia en 

dicha Fuerza, pero en gestiones pasadas los reos sentenciados por los 

Tribunales Militares, cumplían su condena en habitaciones habilitadas en 

la sanidad naval, resguardados por efectivos de la Policía Militar Naval  

 



 

Si bien actualmente se cuenta con un Centro de Detención en 

Instalaciones de la Policía Militar del Ejercito, donde cumplen su condena 

los reos sentenciados por la Justicia Militar, y mientras se construya una 

Penitenciaria Militar de acuerdo a normas penitenciarias de habitabilidad 

y seguridad, a las que existen vigentemente se les debe implementar una 

Ley de Régimen Penitenciario, es por esta razón que el presente trabajo 

de investigación tiene como objetivo el de proponer la elaboración de una 

Ley de  Régimen Penitenciario Militar, que sea aplicable en las carceletas 

de las Policía Militares del Ejercito, que es el  establecimientos donde 

deben concentrarse los reos de las tres Fuerzas Armadas.  

 

Asimismo, con la aplicación de este documento los encargados del 

Centro de Detención y Cumplimiento de Condena de las Policía Militar 

del Ejercito, aparte de cuidar a los reclusos y de darles su seguridad 

respectiva, podrán en practica un sistema progresivo para poder obtener 

la rehabilitación social  del sentenciado militar, complementando de esta 

manera con la administración integral de la justicia en los Tribunales 

Militares. 

 

 

El Tcnl. DEM. Víctor Elmer Martínez Gonzáles Comandante del 

Regimiento Escuela Policía Militar No. 1  Cáp. Saavedra (ver anexo No. 

3) manifiesta que es evidente que en la actualidad no se cuenta en 

Bolivia con una Ley del Sistema Penitenciario Militar; asimismo tampoco 

existe unA Ley de Régimen Penitenciario Militar que sea aplicable en las 

carceletas de las Policías Militares tanto del Ejército, Fuerza Aérea y 

Armada Boliviana, donde son recluidos los sentenciados por los 

Tribunales Militares  



 

4.1.1. Disposiciones legales 

Hasta el año 1910, los miembros de las FF.AA., gozaban del fuero 

militar, donde solamente podían ser juzgados por los Tribunales Militares 

ya sea por delitos castrenses y comunes, Este extremo quedo abolido 

por Ley de 3 de octubre de 1910 y ratificado y aclarado en sus alcances 

por la normativa aprobada el 7 de julio de 1939 durante el gobierno del 

TCnl. Germán Busch 

 

La Ley Orgánica de la Fuerzas Armadas indica en su Art. 112 Lit. b) 

“Cumplir y hacer cumplir las Leyes, Códigos, Reglamentos y 

disposiciones militares”25, partiendo de esta premisa que constituye una 

obligación establecida por Ley, es que las Fuerzas Armadas de Bolivia 

mediante el Tribunal Supremo de Justicia Militar y Tribunal Permanente 

de Justicia Militar, regulada por la Ley de Organización Judicial Militar, 

Código Penal y Código de Procedimiento Penal Militar, efectúan la 

administración de la justicia tanto en tiempo de paz, como en tiempo de 

guerra. 

 

La Justicia Militar es aplicada a los miembros de las FF.AA que 

cometieron delitos militares tipificados en el Código Penal Militar y no así 

para los delitos comunes, los infractores de estos últimos delitos son 

remitidos a la justicia ordinaria, aspecto que esta establecido por el Art. 

104 inc. 5) del Código de Procedimiento Penal Militar “Remisión a la 

jurisdicción común, si el hecho no constituye delito militar”26 

                                                 
25 LEY No. 1405, Ley Orgánica de las Fuerzas Armadas de la Nación Edit. U.P.S. La Paz – Bolivia, Pag. 

46 
26 SILVA Carlos Manuel, Manual de Derecho Militar, 3ra. Edición, Edit. Juventud La Paz – Bolivia, Pag 
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La Ley de Organización Judicial Militar en su Art. 82 (Custodia de locales 

penitenciarios) “Todos los establecimientos penales militares o de simple 

detención estarán bajo la autoridad y custodia de la Policía Militar”27, este 

artículo nos daría a entender que actualmente existe un establecimiento 

Penitenciario Militar, lo cual no es verdadero  

 

En gestiones pasadas los gobiernos de turno, emitieron disposiciones 

legales para la creación de Establecimientos Penales Militares, es así 

que el 23 de octubre de 1950, el Presidente Mamerto Urriolagoitia, emitió 

el Decreto Supremo No. 2221 donde se establece, con carácter 

permanente una Prisión Militar en la ciudad de La Paz, destinado 

exclusivamente a la guardia y custodio de los detenidos militares de la 

clase de oficiales y tropa, en instalaciones de un local perteneciente del 

Ejercito (ver anexo No. 4), el mismo que dejo de funcionar por falta de 

recursos económicos.  

 

Durante la Presidencia del Dr. Víctor Paz Estensoro, mediante Decreto 

Supremo No. 3619, para la reclusión de los procesados sujetos a la 

jurisdicción castrense, se establece con carácter eventual y mientras se 

construya una penitenciaria militar los siguientes penales: en el Cuartel 

de Corocoro del Departamento de La Paz; en el Cuartel de Uncía en el 

Departamento de Potosí; y en el Cuartel de Catavi del Departamento de 

Potosí (ver anexo No. 5)  

 

                                                 
27 SILVA Carlos Manuel, Manual de Derecho Militar, 3ra. Edición, Edit. Juventud La Paz – Bolivia, Pag 
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El año 1954 de junio de 1968 durante la presidencia del Gral. Rene 

Barrientos Ortuño se emitió un Decreto (ver anexo No. 6), mediante el 

cual se establecen preliminarmente dos penales militares, uno en la 

jurisdicción de la Primera División y Región Militar No. 1 de Viacha y la 

otra en la Jurisdicción de la Cuarta División en Camiri, ninguno de los dos 

entro en vigencia. 

 

También se utilizo en forma temporal como prisión militar las 

instalaciones de la Unidad Militar de Ravelo, pero en  el mes de octubre 

de 1993 se emite el Auto Supremo pronunciado por la Sala Plena del 

Tribunal Supremo de Justicia Militar (ver anexo No. 7), donde en su parte 

resolutiva indica: 

1. A partir de la fecha con carácter provisional se dispone el traslado 

de los reos rematados de la Prisión Militar de Ravelo a la Policía 

Militar del Ejercito dependiente de la Quinta División, con asiento en 

la localidad de ROBORE, provincia Chiquitos del departamento de 

Santa Cruz, y ulteriormente será trasladada a la Policía Militar No. 1 

del Ejercito de ésta ciudad de La Paz, donde se habilitarán las 

dependencias necesarias, debiendo ser tramitado el presupuesto 

respectivo para subvenir la alimentación y otras asistencias que 

requieran los reos y reclusos remitidos por los Tribunales Militares 

tanto como detenidos preventivos o reos rematados de la Justicia 

Militar 

2. El señor Vocal de Vigilancia del Tribunal Supremo de Justicia 

Militar, coordinará con el Ministerio de Defensa Nacional, CJ, 

FF.AA., Comandos de Fuerzas, las acciones procedímentales para 

determinar y establecer el recinto militar que cumpla funciones de 

prisión militar de las FF.AA. 



 

3. Estableciendo que de la Prisión Militar de Ravelo, el señor Vocal de 

Vigilancia, tramitará los pasajes y viáticos para el traslado de los 

reos rematados al nuevo recinto penal militar 

 

Es por eso que en la actualidad todos los sentenciados militares por los 

Tribunales Militares cumplen su condena en el Centro de Detención y 

Cumplimiento de Condena del Regimiento Escuela de Policía Militar No. 

1 “Saavedra” del Ejército, en la Policía Militar de la Fuerza Aérea y 

Armada Boliviana respectivamente, dependiendo de la fuerza de la que 

fueron miembros,  pero ninguno de estas Policías Militares  cuenta con 

una Ley de Régimen Penitenciario que permita la reincursión de los 

reclusos a la vida social.  

 

 

Por lo tanto la implementación de una Ley de Régimen Penitenciario 

Militar, servirá para culminar con el objetivo emanado por la Ley de 

Organización Judicial Militar sobre las Policías Militares, que es el de 

custodiar y por consiguiente administrar las carceletas que se encuentran 

en sus dependencias y hacer cumplir con la ejecución correspondiente a 

las sentencias emitidas por los Tribunales  y Juzgados Militares; 

consolidándose de esta manera el objetivo de la Justicia Militar y por 

consiguiente restableciéndose el orden alterado por la comisión de 

delitos, finalidad que persigue la Justicia Militar facilitando la 

administración integral de  justicia en los Tribunales Militares. 

 

 

 

 

 

 



 

 

CAPITULO  V 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 

Conclusiones 

El trabajo de investigación que se realizo es de tipología propositiva, toda vez 

que se realizado un anteproyecto, que permite proponer una solución al 

problema planteado, para implementar la Ley de Régimen Penitenciario dentro 

de la Justicia Militar en Bolivia. 

 

Sobre los objetivos planteados 

 

• La administración integral de  justicia en los Tribunales Militares, no se 

cumple a cabalidad debido a que el personal de las Fuerzas Armadas de 

Bolivia, sentenciado a condena de prisión militar, cumplen sus penas en 

instalaciones del Centro de Detención y Cumplimiento de Condena del 

Regimiento Escuela de Policía Militar No. “Saavedra” del Ejercito, que es 

la única Unidad Militar donde existe el espacio físico reducido,  pero no 

existe una normativa de manejo penitenciario, mucho menos una Ley de 

Régimen Penitenciario Militar, fundamentando la orientación 

reformadora y rehabilitadora y señalando deberes y obligaciones tanto 

de los reclusos como así tambien de las autoridades que estan en la 

dificil misión de dirigir las prisiones militares. 

 

• Por disposición Constitucional, las Fuerzas Armadas se rigen por sus 

Leyes y Reglamentos, principio constitucional de donde deriva la facultad 



 

de la justicia castrense, plasmada en su normativa jurídica militar 

existente en Bolivia como ser la Ley de Organización Judicial Militar, el 

Código Penal Militar, el Código de Procedimiento Penal Militar; de cuyo 

análisis se determina que en ninguno de sus articulados se encuentra 

una normativa exclusiva, referida a una Ley de Régimen Penitenciario 

Militar, que sea el instrumento legal para la ejecución de penas y que 

permita facilitar la administración integral de justicia en los Tribunales 

Militares. 

 

• Al no contar con una Ley de Régimen Penitenciario Militar y su 

Reglamentación, tampoco se cuenta con un Juzgado de Vigilancia 

Militar para el ejercicio de las funciones de tratamiento de fiscalización, 

ejecución y control de las condenas, así como de una minuciosa 

formación profesional y una cuidadosa selección del personal 

penitenciario y auxiliares, que cuadyuben en una buena conducción de 

las prisiones militares en el proceso de rehabilitación y resocialización  

de los reclusos.  

 

 

Prueba de la hipótesis 

La elaboración de una Ley de Régimen Penitenciario Militar, facilitara la 

administración integral de justicia en los Tribunales Militares 

 

VARIABLE 

INDEPENDIENTE 

VARIABLE 

DEPENDIENTE 

SUB-VARIABLES 

DEPENDIENTES 

Elaboración del 

Régimen Penitenciario 

Administración integral 

de justicia en los 

Tribunales Militares 

 

 



 

Para la prueba de la hipótesis se ha recurrido a la investigación bibliografica, 

la legislación comparada  y el trabajo de campo donde se pudo obtener 

información de la actual situación penitenciaria militar en Bolivia, donde 

cumplen sus sanciones de prisión militar el personal que fue condenado por 

los Tribunales Militares y si estos son o no reincertadops socialmente una vez 

que cumplen su condena.     

 

• El trabajo de campo realizado mediante el cuestionario al  personal 

profesional técnico que desarrolla sus funciones en los Tribunales de 

Justicia Militar, permitio establecer, que la administración integral de  

justicia en los Tribunales Militares será completa con la implementación 

de una Ley de Régimen Penitenciario, que permitirá al personal militar 

sentenciado su resocialización y un cumplimiento de condena más 

acorde a los tiempos actuales, con esto se prueba la hipótesis 

planteada    

 

• De la recolección de información bobliográfica, que consiste en pag 

Web de Internet, Leyes, Códigos y Reglamentos tanto nacionales como 

extranjeros sobre Justicia Militar, así como de la entrevista realizada al 

Comandante del Centro de Detención y Cumplimiento de Condena del 

Regimiento Escuela de Policía Militar No. “Saavedra” del Ejercito en la 

ciudad de La Paz, se establece que el personal militar sentenciado por 

los Tribunales Militares, cumplen su condena en dichas instalaciones, 

que no existe una Penitenciaria Militar tipo en Bolivia, que no existe una 

Ley de Êjecución Penal Militar como es la Ley de Regímen 

Penitenciario Militar que complemente a las otras Leyes Jurídicas 

Militares, tampoco existe una Reglamentación de cumplimiento de 

condena, portanto se estaria violando los Derechos y garantias 

Constitucionales de dicho personal sentenciado.   

 



 

• Del analisís del derecho comparado con relación a los Régimenes 

Penitenciarios Militares existentes en otros países, plasmados en el 

trabajo de investigación, se determino que sus normativas estan 

dirigidas fundamentalmente a que el personal militar sentenciado por 

los Tribunales Militares, una vez que haya cumplido su condena  pueda 

acceder a la reinserción social, aspecto que actualmente no se tiene en 

la Justicia Militar en Bolivia. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

Recomendaciones 

 

• Si bien las instalaciones del Centro de Detención y Cumplimiento de 

Condena del Regimiento Escuela de Policía Militar No. “Saavedra” del 

Ejercito, son los únicos espacios físicos donde actualmente cumplen su 

condena, los militares sentenciados por los Tribunales Militares, los 

mismos no cuentan con una reglamentación de funcionamiento, siendo 

sometidos los condenados a una seguridad y disciplina interna, 

establecida a criterio del Comandante de turno, denotándose una gran 

falencia que va en desmedro del que esta privado de libertad; es por esta 

razón y tomando en cuenta que el  cumplimiento de la penas y medidas 

de seguridad merecen una atención prioritaria, para una buena ejecución 

de las penas privativas de libertad, se recomienda para la 

implementación de la propuesta tomar conciencia de la necesidad de 

elaborar una Ley del Régimen Penitenciario Militar y su Reglamentación, 

que permita contar con la reglamentación y bases normativas precisas y 

coherentes que establezcan el tratamiento penitenciario, promoviendo la 

rehabilitación, reeducación, y reinserción social, estableciendo las 

obligaciones de las personas privadas de libertad y determinar las 

atribuciones y obligaciones de los mismos funcionarios pertenecientes a 

la administración del centro de detención. Evitando que en su desarrollo 

se excedan los estrictos límites señalados en la sentencia o 

desnaturalice la real orientación del espíritu de la norma.  

 

• Para que la normativa jurídica militar en Bolivia este completa, además 

de que su interpretación y ejecución sea comparada con los países que 

cuentan con estas normativas, que les  permita a los militares que esten 



 

cumpliendo penas privativas de libertad, cuenten con una seguridad 

jurídica, se recomienda como trabajo de investigación cientifico la 

elaboración de la Ley del Sistema Penitenciario Militar en Bolivia donde 

se incluya el tipo de infraestructura que deba tener la Penitenciaria 

Militar, la cual no debe estar en instalaciones de la Policía Militar. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

PROPUESTA 

ANTEPROYECTO 

LEY DEL RÉGIMEN PENITENCIARIO MILITAR 

 

TITULO I 

 

PRINCIPIOS Y DISPOSICIONES FUNDAMENTALES 

 

CAPÍTULO I 

PRINCIPIOS Y GARANTÍAS  

 

 

ARTÍCULO 1. (BASE LEGAL).  

Los principios consagrados en la Constitución Política del Estado, Códigos 

Militares y los tratados y convenios internacionales ratificados por el Estado 

Plurinacional de Bolivia constituirán el fundamento general para interpretar y 

aplicar la presente Ley y su Reglamento. 

 

ARTÍCULO 2. (PRINCIPIOS DE LEGALIDAD).  

La actividad penitenciaria militar se desarrolla en los límites establecidos: 

 

a.  Ninguna persona puede ser sometida a condena o detención preventiva 

en establecimiento penitenciario militar sino es en virtud de mandamiento 

escrito, emitido por autoridad judicial militar competente, previas las 

formalidades establecidas por ley. 



 

b.   Las limitaciones al derecho del interno (a) únicamente son las 

emergentes de  la condena la presente Ley y su Reglamento 

 

 

ARTÍCULO 3. (ÁMBITO DE APLICACIÓN). La Ley del Régimen Penitenciario 

Militar regula: 

 

a. La ejecución de las penas y medidas de seguridad emitidos por el órgano 

jurisdiccional militar. 

b. El cumplimiento de los beneficios emergentes de la rebaja de pena o 

libertad condicional y los previstos en el reglamento  

c. La ejecución de las medidas cautelares. 

 

 

ARTÍCULO 4. (FINALIDAD) 

La finalidad de la ejecución de la sanción penal militar es el cumplimiento de los  

fines socio jurídico de la pena y el interno comprenda y respete la Ley para su 

adecuada readaptación reinserción social. 

 

 

ARTÍCULO 5. (DERECHOS DEL INTERNO) 

El interno sea militar o civil, son sujetos de derechos, no se encuentran 

excluidos  de la institución, ni de la sociedad, reduciéndose los efectos de su 

privación de libertad, con el vinculo familiar y social, recibiendo un trato humano 

a su personalidad. 

 

 

ARTÍCULO 6. (IGUALDAD JURÍDICA). 

La aplicación de esta Ley otorga a todos los internos seguridad jurídica sin 

excepción alguna. Está prohibida toda forma de discriminación fundada en 



 

razón de: grado militar, raza, color, género, lengua, origen, nacionalidad, 

condición económica, social y de cualquier otra índole que atente contra su 

dignidad. 

 

ARTÍCULO 7. (PRESERVACIÓN DE IMAGEN) 

El interno al margen de los actos procesales, no estará obligado a estar 

presente ante los medios de comunicación social. Quienes infrinjan esta 

disposición serán pasibles a las  sanciones que correspondan. 

 

 

ARTÍCULO 8. (PARTICIPACIÓN DE INTERNOS) 

Los internos que se encuentren clasificados en los regímenes intermedio y 

abierto, así como los preventivos que no se encuentren en sistema cerrado, 

podrán participar en la planificación y organización del trabajo así como en la 

educación, recreación, religión, deportes y otras que disponga el consejo 

disciplinario penitenciario militar, que no impliquen custodia, disciplina y 

seguridad. 

La administración penitenciaria de la Policía Militar, deberá incentivar y 

potenciar iniciativas de los internos, que conduzcan al fortalecimiento del 

sentido de la responsabilidad, la autoestima y la observación cotidiana del 

orden jurídico, que le permita una adecuada reinserción social. 

 

 

ARTÍCULO 9. (PARTICIPACIÓN SOCIAL) 

La administración penitenciaria de la Policía Militar promoverá que la sociedad, 

las instituciones y las personas, participen en forma activa en el tratamiento del 

interno, así como en los programas y acciones de asistencia post penitenciaria, 

en las condiciones que  establece esta Ley. 

 



 

La administración penitenciaria militar fomentará de manera especial la 

colaboración de instituciones y asociaciones públicas y privativas dedicadas a la 

asistencia de los internos, en los términos que establezca su Reglamento 

Penitenciario Militar. 

 

 

ARTÍCULO 10. (SISTEMA PENITENCIARIO MILITAR) 

El tratamiento penitenciario se realizará mediante el sistema progresivo, 

limitando  lo estrictamente necesario la permanencia del interno en 

establecimiento de sistema cerrado y cumplimiento de los diferentes grados o 

periodos. 

 

 

CAPÍTULO II 

NORMAS GENERALES DE CONTROL JURISDICCIONAL 

 

ARTÍCULO 11. (CONTROL JURISDICCIONAL MILITAR) 

El Juez de Ejecución Penal Militar y el Director del establecimiento penitenciario 

militar de la Policía Militar, cumplirán un permanente control jurisdiccional, para 

la observación de los derechos y garantías del interno. Garantizando este 

control jurisdiccional, en cumplimiento del articulo 1 de la presente Ley. 

 

 

ARTÍCULO 12. (COMPETENCIA JUDICIAL MILITAR) 

La ejecución de las penas y medidas de seguridad ejecutoriadas, corresponde 

al Juez de Sentencia, Juez de Ejecución Penal Militar y al Director del 

establecimiento penitenciario militar; quienes tendrán competencia para resolver 

todas las cuestiones o incidentes que se susciten durante su ejecución en 

aplicación de las leyes y códigos militares. En el caso de procesados sometidos 



 

a detención preventiva y medidas cautelares, estos están sometidos a la 

autoridad que conoce de la causa, hasta que se emita el fallo correspondiente. 

 

 

ARTÍCULO 13. (COMPETENCIA ADMINISTRATIVA PENITENCIARIA 

MILITAR) 

La planificación, ejecución y supervisión de las actividades administrativas, que 

conforman el sistema penitenciario, será de competencia y responsabilidad 

administrativa, del Director del establecimiento penitenciario militar de la Policía 

Militar. 

 

 

ARTÍCULO 14. (COMPETENCIA JUEZ DE EJECUCIÓN PENAL MILITAR). 

El Juez de Ejecución Penal Militar es competente para conocer y controlar:  

 

a. La ejecución de las sentencias condenatorias ejecutoriadas que impongan 

penas privativas de libertad o medidas de seguridad y los incidentes que 

se produjeran durante su cumplimiento. 

b. La concesión y revocatoria de la libertad condicional así como el control 

del cumplimiento de las condiciones impuestas. 

c. El cumplimiento de las condiciones impuestas en la libertad condicional y 

rebaja de la pena. 

d. El trato autorizado al detenido preventivo. 

e. El cumplimiento de las medidas sustitutivas a la detención preventiva. 

f. El internamiento y control post-penitenciario de los internos. 

g. Otras atribuciones establecidas por Ley. 

 

 

 

 



 

CAPÍTULO III 

DERECHOS Y OBLIGACIONES DEL 

PRIVADO DE LIBERTAD 

 

ARTÍCULO 15. (DEFINICIÓN) Se considera privado de libertad a toda persona 

condenada o sujeta a medida cautelar que se encuentre recluida en 

establecimiento penitenciario militar de la Policía Militar señalado por esta Ley. 

Al interno se le cita o llama, únicamente por su nombre y apellido, en ningún 

caso por su apodo o alias. 

 

 

ARTÍCULO 16. (REGISTRO DE INGRESO) 

Al ingreso de cada interno se abrirá una ficha penal y/o expediente personal 

foliado referente a su historia penal, causa de reclusión, situación procesal y 

penitenciaria militar, mencionando el tribunal, fecha de detención y la fase del 

proceso en que se encuentra. El registro debe contener nombres y direcciones 

de terceros allegados al interno, de su unidad de procedencia proporcionados 

voluntariamente, con la finalidad de hacer llegar en su caso información sobre 

su estado de salud y las decisiones de posibles traslados. 

 

 

ARTÍCULO 17º (INFORMACIÓN Y SOLICITUDES). Al ingreso al 

establecimiento penitenciario militar de la Policía Militar recibirá información oral 

y escrita referente al régimen a observar por el interno: 

 

a. El sistema penitenciario. 

b. Medios autorizados. 



 

c. Forma de presentar quejas o solicitudes para conocer sus derechos y 

obligaciones. 

 

El Director del establecimiento penitenciario militar le asignara una celda en la 

sección correspondiente. 

 

 

ARTÍCULO 18. (DERECHO A SER OÍDO) 

Previa a la decisión final en la vía disciplinaria sobre el interno, este tendrá 

derecho a ser oído por la autoridad militar competente, registrándose su 

declaración, la resolución contendrá las circunstancias y fundamentos que 

motivaron la decisión. 

 

 

ARTÍCULO 19. (PERTENENCIAS) 

Al ingreso del interno el personal de seguridad interior levantara un inventario 

de  sus pertenencias admitidas, no podrán ser introducidos al establecimiento 

penitenciario militar objetos metálicos, electrónicos y otros; los mismos serán 

asumidos para su custodia entregándole una copia; el interno podrá autorizar 

por escrito la entrega de sus pertenencias a sus familiares o terceros. 

 

ARTÍCULO 20. (OBLIGACIONES) 

El interno cuidara de las instalaciones, el mobiliario y los objetos y elementos 

que la administración penitenciaria militar de la Policía Militar destine para el 

uso individual o común.  

ARTÍCULO 21. (ABSTENCIÓN) 

Se abstendrán de producir daños en las pertenencias, utensilios de otros 

internos. 

 

 



 

 

ARTÍCULO 22. (REGLAS DE SEPARACIÓN) 

Los internos ocuparan siempre que fuera posible, celdas individuales y en todo 

caso, bajo la regla de los impares. Los varones estarán separados de las 

mujeres en secciones correspondientes. El director del establecimiento 

penitenciario militar previa revisión médica separara del resto de la población 

penal a los internos que presenten anomalías o deficiencias físicas que le 

impidan cumplir el régimen del establecimiento. 

 

 

ARTÍCULO 23. (INVIOLABILIDAD DE LA CORRESPONDENCIA) 

Está terminantemente prohibido que el personal de seguridad tome 

conocimiento del contenido literal de la correspondencia y papeles privados 

dirigidos a los internos, pero sin perjuicio de ejercer las medidas de seguridad 

se realizara en presencia del interesado. 

 

 

ARTÍCULO 24. (OTROS ENVÍOS) 

Podrán ser requisadas por el personal de seguridad en presencia del interno las 

encomiendas, paquetes y otros envíos que por su presunto contenido impliquen 

peligro o riesgo para el sistema o los internos. 

 

 

ARTÍCULO 25. (ALIMENTACIÓN) 

De acuerdo a programación diariamente la administración penitenciaria militar 

entregara a todo interno una ración alimentaría de buena calidad.  

 

 

 

 



 

 

ARTÍCULO 26. (HIGIENE) 

La higiene y conservación del aseo personal del interno y las instalaciones 

físicas del establecimiento es obligatoria, debiendo contribuir a la higiene y 

conservación de las mismas. 

 

 

ARTÍCULO 27. (ESTIPENDIO) 

Los internos gozarán de estipendio para su alimentación diaria de acuerdo al 

presupuesto asignado a la penitenciaría militar. 

 

 

SECCIÓN I 

QUEJAS 

 

ARTÍCULO 28. (SOLICITUD Y QUEJA) 

El interno podrá presentar solicitudes y/o queja en forma verbal o escrita 

debidamente fundamentadas, al director del establecimiento penitenciario militar 

de la Policía Militar o al funcionario autorizado para recibirlas. 

 

 

ARTÍCULO 29. (MODALIDADES) 

El interno puede ejercer su derecho de queja mediante las siguientes formas: 

 

a.     Audiencias; 

b.     Libro de solicitudes y, 

c.     Buzón de quejas. 

 

 



 

ARTÍCULO 30. (AUDIENCIAS) 

El Director del establecimiento penitenciario militar de la Policía Militar destinara 

como mínimo un día a la semana para conocer solicitudes y quejas de los 

internos así mismo puede entrevistarse con el mismo fin en privado y con el 

juez de ejecución penal militar. 

 

 

ARTÍCULO 31. (LIBRO DE SOLICITUDES Y QUEJAS) 

Las quejas y solicitudes serán verbales y escritas de parte de los internos así 

como las resoluciones emergentes serán registradas en el libro respectivo 

conteniendo: 

 

a.     Identificación de la autoridad a quien se dirige la queja 

b.     Fecha y hora de presentación de la queja 

c.     Contenido de la solicitud o queja 

d.     Firma del solicitante 

e.     Resolución emitida, por el director del establecimiento penitenciario militar. 

 

 

ARTÍCULO 32. (BUZÓN) 

En el área común del recinto penitenciario militar de la Policía Militar se 

habilitara un buzón de solicitudes o quejas de los internos o terceros dirigidas al 

director o juez de ejecución penal militar que no fueren presentadas en forma 

verbal o escrita, cuyo contenido debe ser remitido a su conocimiento de la 

autoridad semanalmente. 

 

 

ARTÍCULO 33. (RESOLUCIÓN) 

La resolución será emitida en un plazo máximo de cinco días hábiles después 

de recibida la petición y notificada al interno. 



 

TÍTULO II 

DE LOS ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS 

MILITARES DE LA POLICÍA MILITAR 

CAPÍTULO I 

CLASIFICACIÓN 

 

ARTÍCULO 34. (CLASES DE ESTABLECIMIENTOS) 

Los establecimientos penitenciarios militares se clasifican en: 

 

a.      Establecimiento para preventivos. 

b.      Establecimiento para condenados. 

 

Comprendiendo en ambos casos, establecimiento separados para ambos 

sexos. 

 

 

ARTÍCULO 35. (PREVENTIVOS) 

Los establecimientos para detenidos preventivos, estarán destinados a la 

custodia de los procesados y los sometidos a medidas cautelares. 

 

 

ARTÍCULO 36. (DEL CUMPLIMIENTO DE CONDENA) 

El cumplimiento de la condena estará destinado a la ejecución de las penas 

privativas de libertad, son: 

 

a.     Sistema cerrado. 

b.     Sistema intermedio. 

c.     Sistema abierto. 



 

 

ARTÍCULO 37. (DEL SISTEMA CERRADO) 

Se caracterizan por un estricto control de la actividad del interno, limitación de 

las actividades comunes y relaciones con el exterior. Este destinado para 

condenados que se encuentren en estado de peligrosidad y muestren 

conductas hostiles o contrarias al tratamiento. 

 

 

ARTÍCULO 38. (DEL SISTEMA INTERMEDIO) 

Se caracteriza por un mayor margen de libertad en las actividades comunes, en 

las relaciones sociales, familiares, culturales y recreativas al interior del 

establecimiento penitenciario militar. Está destinado para condenados quienes 

ofrezcan condiciones favorables a su rehabilitación. 

 

 

ARTÍCULO 39. (DEL SISTEMA ABIERTO) 

Se caracterizan por la ausencia de control estricto; desenvolviéndose la 

actividad penitenciaria en condiciones similares a las de la vida en libertad, sin 

perjuicio de la evaluación de su conducta. Están destinados para condenados 

quienes inicialmente o por evolución del tratamiento, se encuentren en 

condiciones de vivir en sistema de pre-libertad. 

 

 

ARTÍCULO 40. (SUBDIVISIÓN) 

Por razones de infraestructura, un mismo establecimiento penitenciario militar 

podrá subdividirse para aplicar lo dispuesto en los Artículos precedentes. El 

director del establecimiento penitenciario militar de la Policía Militar, será el 

directo responsable del mantenimiento y conservación de la infraestructura. 

 

 



 

ARTÍCULO 41. (OTROS ESTABLECIMIENTO) 

El Ministerio de Defensa Nacional y el Tribunal Supremo de Justicia Militar 

según las posibilidades financieras, promoverán la creación de otros 

establecimientos penitenciarios con la finalidad de aplicar de la mejor forma 

posible, las previsiones contenidas en la presente ley. 

 

 

ARTÍCULO 42. (CONDICIONES MÍNIMAS) 

En la construcción de nuevos establecimientos penitenciarios militares o en la 

remodelación, adaptación de las existentes, deberán observarse rigurosamente 

las exigencias sobre las condiciones de higiene y salubridad establecidas en las 

por las  reglas mínimas para el tratamiento de los internos. 

 

 

CAPÍTULO II 

ESTRUCTURA ORGÁNICA PENITENCIARIA MILITAR Y 

SUPERVISIÓN 

 

ARTÍCULO 43. (COMPOSICIÓN) 

El establecimiento penitenciario militar de la Policía Militar estará compuesto por 

los siguientes: 

 

a.  El juez de ejecución penal militar. 

b.  El director del establecimiento penitenciario militar. 

c.  Un equipo técnico multidisciplinario militar de observación y clasificación 

penitenciaria militar. 

d.  Un consejo disciplinario penitenciario militar 

e.  El personal de apoyo que determine la administración penitenciaria. 



 

 

ARTÍCULO 44. (DIRECTOR DEL ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO 

MILITAR) 

El Director es la máxima autoridad ejecutiva y administrativa del establecimiento 

penitenciario, responsable de la administración del mismo es designado por el 

Ministro de Defensa. 

 

 

ARTÍCULO 45. (EQUIPO TÉCNICO MULTIDISCIPLINARIO DE 

OBSERVACIÓN Y CLASIFICACIÓN PENITENCIARIO MILITAR) 

 

a.  Un abogado penalista. 

b.  Un médico. 

c.  Un psiquiatra. 

d.  Un sociólogo (o trabajador social). 

e. Un psicólogo. 

f.  Un pedagogo o educador. 

g.  Un oficial ingeniero civil militar. 

h.  Un oficial de operaciones psicológicas. 

i.  Un oficial de inteligencia especialista. 

j.  Un ayudante técnico sanitario (enfermero). 

k.  Un monitor socio cultural o deportivo. 

 

Conforme a las disposiciones presupuestarias, otros profesionales podrán 

integrar el equipo técnico multidisciplinario de observación, clasificación y 

tratamiento penitenciario militar. 

 

 

 

 



 

ARTÍCULO 46. (CONSEJO DISCIPLINARIO PENITENCAIRIO MILITAR). 

El Consejo Penitenciario Disciplinario Militar, estará integrado por el director del 

establecimiento que lo preside, los miembros del equipo técnico 

multidisciplinario de observación, clasificación y tratamiento y el jefe de 

seguridad militar del establecimiento. 

En circunstancias especiales, y con el objeto de tratar un asunto específico, el 

director del establecimiento podrá invitar a participar en el consejo, a 

representantes de instituciones públicas o privadas afines o vinculadas a la 

actividad penitenciaria militar tendrá las siguientes funciones y atribuciones: 

 

a.  Asesorar al director del establecimiento penitenciario militar. 

b.  Sancionar las faltas disciplinarias muy graves, graves y leves que se 

presenten. 

c.  Acordar la concesión de recompensas establecidas en la presente ley y 

su reglamento. 

d.  Presentar y exponer en audiencia a desarrollarse en el mismo 

establecimiento, el criterio técnico de sus miembros ante el director del 

establecimiento penitenciario militar, consideración y concesión de 

premios y beneficios penitenciarios. 

e.  Otras atribuciones que establezca el reglamento. 

 

 

ARTÍCULO 47. (SELECCIÓN Y CAPACITACIÓN MILITAR) 

El personal militar del establecimiento penitenciario, deberá ser 

cuidadosamente seleccionado, capacitado y especializado, conforme a los 

requisitos y exigencias  que establezca La Ley y su Reglamento en especial en 

materia penal militar. 

 

 

 



 

 

ARTÍCULO 48. (FACTORES PARA LA SELECCIÓN) 

En la designación del personal directivo, y de seguridad, se tomará en cuenta 

fundamentalmente: la vocación, aptitudes, preparación colegiada y 

antecedentes personales y militares de los institutos castrenses. 

 

 

ARTÍCULO 49. (FORMACIÓN Y ACTUALIZACIÓN MILITAR 

PENITENCIARIA) 

Los miembros del personal penitenciario militar en todos sus niveles, están 

obligados a realizar cursos de actualización del Régimen penitenciario y 

clasificados de acuerdo a una evaluación permanente por las autoridades del 

establecimiento. 

 

 

ARTÍCULO 50. (ATRIBUCIONES) 

Son atribuciones del Director General de la penitenciaria militar de la Policía 

Militar las siguientes: 

 

a.  Definir y hacer cumplir las políticas de planificación, organización y 

fiscalización del centro penitenciario militar del país. 

b. Definir y hacer cumplir las políticas de planificación organización y 

fiscalización de los programas de supervisión de las penas no privativas 

de libertad, las medidas sustitutivas a la detención preventiva, 

suspensión condicional del proceso y de la pena; 

c.  Fiscalizar periódicamente el establecimiento penitenciario militar  

d.  Proponer y preparar disposiciones reglamentarías para la aplicación de 

la legislación penitenciaria y de supervisión militar. 

e.  Aprobar los reglamentos internos del establecimiento penitenciario militar 

y sus modificaciones. 



 

f.  Prestar cooperación a los organismos que requieran su concurso en la 

planificación de la política criminal, en relación a la prevención del delito 

y al tratamiento del delincuente. 

g.  Organizar la formación y especialización del personal penitenciario militar 

y de supervisión.  

h.  Propiciar y mantener intercambio técnico y científico con instituciones 

similares extranjeras. 

i.  Preparar anualmente el proyecto de presupuesto que formará parte del 

correspondiente al Ministerio de Defensa Nacional. 

j.  Organizar, dirigir y actualizar periódicamente la estadística penitenciaria 

militar a nivel nacional. 

k.  Realizar inspecciones periódicas al establecimiento penitenciario militar. 

l.  Suscribir convenios con organismos estatales o privados para el mejor 

funcionamiento del régimen penitenciario y de supervisión militar. 

m.  Elevar anualmente al Ministerio de Defensa informe de sus labores 

penitenciarias. 

n.  Programar acciones en el campo de asistencia social, salud y educación 

penitenciaria, en coordinación con las fuerzas: Ejercito, Aérea y Naval. 

o.  Coordinar con los ministerios de defensa, justicia, salud, educación y 

trabajo, la programación y ejecución de acciones dirigidas al 

establecimiento penitenciario militar. 

p.  Gestionar los créditos y donaciones que el estado negocie con países y 

organismos extranjeros. 

q.  Aceptar las donaciones de personas o instituciones públicas o privadas 

nacionales. 

r.  Establecer los procedimientos de selección de personal para postulantes 

a cargos penitenciarios y de supervisión militar. 

s.  Otras atribuciones señaladas por el Reglamento. 

 

 



 

CAPÍTULO III 

SEGURIDAD PENITENCIARIA MILITAR 

 

ARTÍCULO 51. (SEGURIDAD PENITENCIARIA) 

La seguridad interior y exterior de los establecimientos penitenciarios estará a 

cargo del personal de seguridad de la Policía Militar.  

 

 

ARTÍCULO 52. (SEGURIDAD PARA SALIDAS) 

La seguridad de los internos para salidas al exterior del establecimiento, en los 

casos previstos por ésta Ley y su Reglamento, estará a cargo del personal de 

seguridad especializada de la Policía Militar. 

 

 

ARTÍCULO 53. (SALIDAS AUDIENCIAS JUDICIALES MILITARES) 

Las salidas, para audiencias judiciales de los internos se efectuara por orden  

judicial militar competente,  el director del establecimiento penitenciario, preverá 

la escolta y el transporte correspondiente. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

TITULO III 

REGLAMENTO DEL RÉGIMEN  

PENITENCIARIO MILITAR 

CAPITULO I  

 

ARTICULO 54. (RÉGIMEN PENITENCIARIO MILITAR) 

Es el conjunto de normas y medidas que persiguen el desarrollo de una 

convivencia ordenada y pacífica, destinada a crear el ambiente propicio para el 

tratamiento penitenciario, la detención y seguridad de los internos. 

 

 

ARTÍCULO 55. (VISITAS) 

El interno tiene derecho a recibir visitas al menos dos veces por semana, sin 

más restricciones que los visitantes cumplan con las disposiciones internas del 

establecimiento penitenciario militar respecto al horario, orden, decoro y área o 

lugar autorizado para las visitas. 

 

 

ARTÍCULO 56. (VISITAS CONYUGALES ÍNTIMAS) 

Con la finalidad de conservar la relación del interno con su cónyuge, la dirección 

del establecimiento penitenciario militar podrá conceder visitas íntimas 

conyugales al interno, conforme a las condiciones que establezca el 

Reglamento de la presente ley. 

 

 

ARTÍCULO 57. (MANDAMIENTO JUDICIAL) 

Para el ingreso de un detenido sea preventivo o condenado en el 

establecimiento penitenciario, se requiere de un mandamiento emitido por 

autoridad judicial militar competente. Podrán sin embargo recibir en el recinto a 



 

los conducidos, con el objeto de ser presentados, dentro de las veinticuatro 

horas, al juez competente. Al ingreso, a cada interno se le abrirá un expediente 

personal sobre su situación procesal y penitenciaria, en el mismo que se 

registrarán de manera cronológica sus actividades y conducta. 

 

 

ARTÍCULO 58. (REGLAS DE SEPARACIÓN) 

Para evitar los riesgos del contacto criminal, los internos ocuparan siempre, 

celdas individuales y en todo caso, bajo la regla de los impares, en su 

separación, se tendrá en cuenta las siguientes bases: 

 

a.  Los internos entre los 18 a 20 años, serán separados de los internos 

mayores de edad 21 a 59 años. 

b.  Los que presenten anomalías o deficiencias físicas o mentales que les 

impida seguir el sistema normal del establecimiento penitenciario militar. 

c.  Los que sean susceptibles de producir influencias nocivas entre internos. 

 

 

ARTÍCULO 59. (GRADOS O PERÍODOS) 

El sistema progresivo comprenderá los siguientes grados o períodos: 

 

a.  De observación, clasificación y tratamiento. 

b.  De readaptación social en un ambiente de confianza. 

c.  De pre-libertad o beneficio (trabajo extramuros). 

d.  De libertad condicional. 

 

Los tres primeros grados se cumplirán progresivamente en los establecimientos 

de sistema cerrado, intermedio y abierto. 

 

 



 

ARTÍCULO 60. (ALTERNABILIDAD) 

Si las condiciones del interno demuestran que inicialmente puede ser 

clasificado en un grado superior, sin pasar necesariamente por los que le 

preceden, se procederá de ese modo, exceptuando el de la libertad condicional. 

 

 

CAPÍTULO II 

RÉGIMEN DISCIPLINARIO PENITENCIARIO 

 

ARTÍCULO 61. (FINALIDAD) 

El régimen disciplinario estará dirigido a garantizar la seguridad de la 

convivencia pacífica y ordenada de los internos, de manera que se estimule el 

sentido de responsabilidad y la capacidad de autocontrol, como presupuesto 

necesario para la realización de los fines de la actividad penitenciaria militar. 

 

 

ARTÍCULO 62. (APLICACIÓN) 

En el establecimiento, se aplicará con preferencia las normas vigentes de 

acción del sistema disciplinario de la Ley de Ejecución de Penal y Régimen 

Penitenciario Militar y su Reglamento. Las sanciones impuestas en vía 

disciplinaria penitenciaria, se aplicarán sin perjuicio de la responsabilidad civil o 

penal. 

 

ARTÍCULO 63. (CLASIFICACIÓN DE FALTAS) 

Las faltas disciplinarias se clasifican en: 

 

a.  Faltas muy graves. 

b.  Faltas graves. 

c.  Faltas leves. 



 

 

ARTÍCULO 64. (FALTAS MUY GRAVES) 

Son aquellas que impliquen una violación a la seguridad del establecimiento o 

una alteración substancial del sistema penitenciario interno o disciplinario del 

mismo. Se consideraran como tales las siguientes: 

 

 

a.  El que colaborare o ayudare a la consumación de la evasión. 

b.  Poseer instrumentos objetos para evadirse. 

c.  Incitar o participar en movimientos o acciones que quebranten el orden y 

la disciplina interna. 

d.  Poner en peligro su propia vida y seguridad personal, la de otros internos 

o la del establecimiento. 

e.  Interferir o desobedecer las disposiciones de seguridad penitenciaria. 

f.  Introducir, poseer, ocultar, facilitar o consumir estupefacientes, fármacos 

no autorizados, bebidas alcohólicas y objetos o mercancías prohibidas 

por el reglamento interno de la penitenciaria. 

g.  Poseer armas blancas o de fuego, explosivos o cualquier objeto de uso 

prohibido en el establecimiento penitenciario. 

h.  Agredir, amenazar o coaccionar a cualquier autoridad, funcionario o 

miembro de la administración penitenciaria 

i.  Resistir al cumplimiento de órdenes legalmente impartidas por las 

autoridades penitenciarias. 

 j.  Cometer un hecho previsto como delito doloso, sin perjuicio de ser 

sometido a eventual proceso penal. 

k.  Portar celulares y otros objetos no autorizados por el jefe de seguridad 

militar penitenciaria. 

l.  Cometer cualquier otro acto que esté previsto como falta muy grave en el 

Reglamento de la presente ley. 

 



 

ARTÍCULO 65. (FALTAS GRAVES) 

Son faltas graves: 

 

a.  Negarse a desarrollar los trabajos de ejecución común o no asistir a 

actividades educativas programadas, sin justificación alguna. 

b.  Transitar o permanecer en zonas prohibidas del establecimiento 

penitenciario militar sin autorización. 

c.  Emplear palabras soeces o injuriosas en el trato con los demás internos. 

d.  Destruir o dar mal uso a las instalaciones del establecimiento. 

e.  No dar cumplimiento a disposiciones sobre higiene, aseo, horarios, 

visitas, comunicaciones, traslados y registros dentro del penal. 

f.  Faltar el respeto a las autoridades y personas que se encuentren en la 

penitenciaría. 

g.  Insultar a otros internos o agredirlos físicamente. 

h.  Inutilizar deliberadamente materiales o efectos del establecimiento o las 

pertenencias de otros internos. 

i.  Propalar rumores o datos falsos que menoscaben la disciplina y 

seguridad  del establecimiento penitenciario. 

j.  Incurrir en actos reñidos contra la moral y las buenas costumbres del 

establecimiento. 

k.  Burlarse de las prácticas de los cultos religiosos. 

l.  Faltar a formación en el momento de los partes correspondientes (listas y 

controles) 

m.  Negarse a cumplir las tareas de higiene y limpieza de las dependencias 

del establecimiento. 

n.  Faltar a los ejercicios físicos. 

o.  No respetar el toque de silencio. 

p.  Impedir o entorpecer el tratamiento de los demás internos. 

q.  Negarse a asistir a actuaciones judiciales en forma injustificada. 



 

r.  Realizar cualquier otro acto que esté previsto como falta grave en el 

reglamento de la presente ley. 

 

 

ARTÍCULO 65. Bis. (FALTAS LEVES) 

Las faltas leves serán descritas por los reglamentos internos. 

 

 

ARTÍCULO 65. Ter.  (SANCIONES) 

Las faltas podrán ser sancionadas con los siguientes correctivos: 

 

a.  Para las faltas muy graves, alternativamente: 

1. Calabozo de 72 horas como máximo. 

2. Prohibición de recepción de visitas hasta tres veces. 

3. Suspensión de toda actividad recreativa por el término de 60 días. 

 

b.  Para las faltas graves, alternativamente: 

1. Calabozo hasta un máximo de 48 horas. 

2. Privación de recepción de visitas, por una sola vez. 

3. Suspensión de actividades recreativas por el término de 30 días. 

 

c.  Para las faltas leves: 

1. Llamada de atención. 

2. Suspensión de actividades recreativas por el término de 15 días. 

 

 

ARTÍCULO 66. (LÍMITES) 

En cualquiera de los casos, la ejecución de las sanciones no implicará la 

suspensión total del derecho a visitas y correspondencia de un familiar o 

allegado del interno, menos de su abogado defensor. 



 

 

ARTÍCULO 67. (FIJACIÓN DE SANCIONES) 

Para la imposición de una sanción, se considerarán además de la gravedad de 

la falta, la conducta del interno dentro del año de la comisión de la falta. En 

caso de reincidencia, se podrá aplicar el máximo de la sanción, y en caso de 

que no se determinen faltas anteriores, se deberá aplicar el mínimo de la 

sanción prevista por la falta. 

 

 

ARTÍCULO 68. (EJECUCIÓN DE SANCIONES) 

Las sanciones disciplinarias impuestas por faltas muy graves y graves, podrán 

ser ejecutadas solamente por disposición del Director, de acuerdo a sus 

atribuciones reglamentadas por ley. 

 

 

ARTÍCULO 69. (INFORMACIÓN Y DEFENSA) 

En toda clase de sanción, el interno deberá ser informado de la infracción que 

se le atribuye, así como tener la oportunidad de presentar en su caso, sus 

descargos respectivos para su defensa ante el director del establecimiento 

Penitenciario. 

 

 

ARTÍCULO 70. (RECURSOS) 

Las sanciones por faltas graves y muy graves serán apelables ante el consejo 

disciplinario, en el término de las veinticuatro horas, en forma verbal o escrita. 

 

 

ARTÍCULO 71. (REGISTRO DE SANCIONES) 

En el establecimiento, se llevará un libro de sanciones, en orden cronológico,  

dejándose constancia de toda sanción en el legajo personal de cada interno. 



 

ARTÍCULO 72. (CALIFICACIÓN DE CONDUCTA) 

La dirección del establecimiento efectuará la calificación de la conducta de cada 

interno trimestralmente, y en la forma que establezca el Reglamento y de 

acuerdo a la siguiente escala: 

 

a.  Muy buena. 

b.  Buena. 

c.  Regular. 

d.  Mala. 

 

Para la calificación de la conducta, se deberá tomar en cuenta el registro de 

antecedentes del interno de todo el período objeto de evaluación y poder 

acceder a los diferentes beneficios de pre - libertad y libertad condicional. 

 

 

ARTÍCULO 73. (PROHIBICIÓN DE SANCIÓN COLECTIVA) 

Bajo ninguna circunstancia, autoridad alguna, podrá dictar o aplicar sanciones 

colectivas. 

 

 

CAPÍTULO III 

BENEFICIOS PENITENCIARIOS 

 

ARTÍCULO 74. (ENUMERACIÓN) 

Los internos gozarán de los siguientes beneficios penitenciarios especificados 

en la presente ley y su reglamento: 

 

a)  Recompensas. 

b)  Permisos de salidas 



 

SECCIÓN I 

RECOMPENSAS POR CONDUCTA 

 

ARTÍCULO 75. (REQUISITOS Y CLASES DE RECOMPENSAS) 

Los actos del interno que pongan de manifiesto su buena conducta, espíritu de 

trabajo, voluntad de aprendizaje y sentido de responsabilidad, así como en las 

actividades organizadas en el establecimiento, serán estimulados con las 

siguientes recompensas: 

 

a.  Notas meritorias. 

b.  Permisos de salidas que no resulten incompatibles con la presente ley y 

los preceptos reglamentarios. 

c.  Redención de pena por trabajo y producción o sea un día de pena por 

dos días de trabajo producción y/o estudio. 

d.  Otras recompensas que establezca la presente ley y su reglamento. 

 

Las recompensas enumeradas en el numeral 2 de éste artículo sólo podrán 

otorgarse a los internos que se hallen al menos en segundo período del sistema 

progresivo. 

 

 

ARTÍCULO 76. (ÓRGANO COMPETENTE) 

Toda recompensa será concedida por resolución del Consejo Disciplinario del 

establecimiento. 

 

 

ARTÍCULO 77. (REGISTRO) 

Las recompensas serán anotadas en el legajo personal del interno, 

mencionando los actos que las motivaron en su ficha penal. 



 

 

SECCIÓN II 

PERMISOS Y SALIDAS 

 

ARTÍCULO 78. (TÉRMINO Y CASOS) 

Salvo por razones de seguridad que desaconsejen la medida, el Director del 

establecimiento, previo informe del consejo disciplinario, podrá conceder 

permisos  de salida al interno hasta el término de 72 horas, mediante informe al 

juez de ejecución penal y el Tribunal Supremo de Justicia Militar, en los 

siguientes casos: 

 

a.  Fallecimiento o enfermedad grave de los padres, cónyuge, hijos y 

hermanos. 

b.  Nacimiento de hijos (as) del interno. 

c.  Permisos o autorización judicial militar para tratamiento médico 

autorizado por los órganos competentes. 

d.  Otros, previa justificación judicial militar. 

 

En caso de emergencia, el director del establecimiento adoptando las medidas 

de seguridad necesarias, podrá autorizar la atención médica del interno fuera 

del establecimiento penitenciario, informando del hecho a la brevedad al tribunal 

supremo de justicia militar. 

 

 

 

 

 

 

 



 

SECCIÓN III 

TRASLADO DE INTERNOS 

 

ARTÍCULO 79. (CASOS) 

El interno que hubiese cumplido la mitad de la sentencia, demuestre buena 

conducta y no registre antecedentes de evasión, podrá ser trasladado a otro 

establecimiento, en los siguientes casos: 

 

a. Cuando el núcleo familiar del interno, resida en el distrito al que solicita su 

traslado. Se entiende por núcleo familiar la esposa e hijos y los padres y 

hermanos, para los solteros, viudos y divorciados. 

b. Cuando el interno padezca alguna enfermedad o requiera un mejor 

tratamiento especializado ya sea por cambio de clima o altura sobre el nivel del 

mar y/o de otros factores del medio geográfico previo certificación de 

profesionales del área y especialistas. 

 

 

SECCIÓN IV 

BENEFICIO DE LA LIBERTAD CONDICIONAL 

 

ARTÍCULO 80. (RESOLUCIÓN) 

Una vez recibida la Resolución de la libertad condicional, el Director del 

establecimiento dará estricto cumplimiento y remitirá una copia al presidente del 

Tribunal Supremo de Justicia Militar y al Juez de Ejecución Penal.  

 

 

 

 



 

ARTÍCULO 81. (CERTIFICACIÓN) 

Decretada la libertad condicional, el Director del establecimiento expedirá una  

certificación que será entregada al interesado. 

 

 

CAPÍTULO IV 

BENEFICIO DE LA LIBERTAD DEFINITIVA 

 

ARTÍCULO 82. (LIBERTAD DEFINITIVA) 

La libertad definitiva de los internos, se produce al cumplimiento de la condena 

con el respectivo mandamiento. 

 

ARTÍCULO 83. (COMUNICACIÓN) 

El Director del establecimiento, hará conocer de quienes cumplan 

definitivamente la sentencia de la libertad definitiva al Tribunal Supremo de 

Justicia Militar y al Juez de Ejecución Penal. 

 

 

CAPÍTULO V 

TRATAMIENTO PENITENCIARIO MILITAR 

 

PRINCIPIOS BÁSICOS 

 

ARTÍCULO 84. (FINALIDAD). El tratamiento penitenciario tiene como finalidad 

la readaptación social del interno, para su adecuada reinserción a la sociedad. 

 



 

ARTÍCULO 85. (ESTUDIO PERIÓDICO). La evolución del tratamiento 

determinará  la realización de clasificaciones periódicas del interno. Cada tres 

meses como máximo se deberá reconsiderar su clasificación anterior. 

 

 

CAPÍTULO VI 

TRABAJO Y CAPACITACIÓN PROFESIONAL TÉCNICA 

Y TERAPIA OCUPACIONAL 

PENITENCIARIA MILITAR 

 

ARTÍCULO 86. (FINALIDAD). 

El trabajo penitenciario y su tratamiento como finalidad es la de promover una 

ocupación continua, que le permita obtener su capacitación manual, científica 

de acuerdo a su vocación. 

 

 

ARTÍCULO 87. (EDUCACIÓN). 

Al ingreso del interno, se le promoverá y facilitará su capacitación. 

 

 

ARTÍCULO 88. (PLANES Y ENSEÑANZA). 

La enseñanza que se imparta a los internos en los diferentes niveles, 

responderán con los programas oficiales en el país, a objeto de que cumplida la 

pena pueda proseguir sus estudios con normalidad. 

 

 

ARTÍCULO 89. (ENSEÑANZA A DISTANCIA). 

En los casos en que el interno no pueda seguir sus estudios bajo el sistema de 

enseñanza presencial, la dirección otorgará las facilidades para la 



 

implementación de cursos de enseñanza a distancia por las universidades 

estatales y/o privadas e instituciones educativas. 

 

 

ARTÍCULO 90. (CERTIFICADOS Y DIPLOMAS). 

Los certificados de estudios y diplomas que se extiendan a los internos durante 

su permanencia en un establecimiento penitenciario, no deberán contener 

ninguna alusión a ésta circunstancia. 

 

 

ARTÍCULO 91. (CULTURA Y DEPORTES). 

La cultura física y los deportes como parte complementaria de la instrucción y la 

educación, deberá ser incentivada y fomentada por la dirección penitenciaria. 

 

 

 

CAPÍTULO VII 

ASISTENCIA DE SALUD 

 

ARTÍCULO 92. (ASISTENCIA MÉDICA). 

El establecimiento contara con un servicio médico básico a cargo de un 

facultativo encargado de atender a los internos y vigilar las condiciones del 

medio ambiente. 

 

 

ARTÍCULO 93. (REVISIÓN MÉDICA). 

A todo interno al momento de su ingreso al establecimiento, se le practicará un 

examen médico, con la finalidad de determinar el estado físico y mental en que 



 

se encuentra, para adoptar las medidas que el caso aconseje, cada tres meses 

se practicara revisión médica obligatoria a los intereses de su salud. 

 

 

ARTÍCULO 94. (OTROS SERVICIOS MÉDICOS). 

El interno podrá solicitar atendiendo su costo, los servicios médicos de 

especialidades profesionales, ajenas al establecimiento penitenciario militar. 

 

 

 

CAPÍTULO VIII 

ASISTENCIA RELIGIOSA 

 

ARTICULO 95. (PRÁCTICAS RELIGIOSAS). 

La dirección penitenciaria permitirá y garantizará la asistencia religiosa, 

facilitando los medios para ejecutarla, garantiza el ejercicio publico de todo culto 

manteniendo la moral y las buenas costumbres. 

 

 

CAPÍTULO IX 

ASISTENCIA SOCIAL 

 

ARTÍCULO 96. (OBJETO). 

Tiene por objeto apoyar al interno y a los familiares, así como contribuir al 

proceso de tratamiento del interno y a su reinserción social. 

 

 

 

 



 

ARTÍCULO 97. (VOLUNTARIADO). 

La dirección del establecimiento promoverá y facilitará la participación solidaria 

de las organizaciones públicas y privadas con personería jurídica reconocida, 

en acciones de voluntariado, sobre la base de programas y proyectos concretos 

aprobados por la dirección de la penitenciaria. 

 

 

ARTÍCULO 98. (SERVICIOS SOCIALES PENITENCIARIOS). 

a.  Los servidores sociales penitenciarios asistirán a las personas que 

ingresen en prisión y elaboran una ficha social para cada interno, que 

formará parte de su protocolo personal. 

 

b.  Los trabajadores sociales, que prestaran sus servicios en el interior y el 

exterior del establecimiento penitenciario militar indistintamente, 

atenderán las solicitudes que les formulen y de sus familiares. 

 

c.  Los servicios sociales velaran por mantener al día la documentación de 

los internos, realizaran las gestiones oportunas para que las 

organizaciones competentes les presten apoyo y el derecho de 

asistencia sanitaria - médica gratuita, previa revisión de requisitos 

exigidas a los internos. 

 

d. Por la dirección del establecimiento penitenciario militar se regulará el 

funcionamiento de los servicios sociales penitenciarios y sus relaciones 

con el consejo disciplinario y de tratamiento medico. 

 

 

 

 

 



 

CAPÍTULO X 

ASISTENCIA LEGAL 

 

ARTICULO 99. (AYUDA LEGAL). 

La dirección destinará un ambiente que facilite la comunicación adecuada entre 

el interno, su abogado, defensores de oficio militar y de la defensa pública para 

un mejor apoyo legal de acuerdo al código de ética profesional. 

 

 

ARTICULO 100. (PRÁCTICAS PROCESALES).  

La dirección del establecimiento, podrá firmar convenios con las facultades de 

derecho de las diferentes universidades, para que los estudiantes de los últimos 

cursos puedan realizar sus prácticas procesales, bajo el sistema de asistencia 

procesal básica a los internos, no prohibidas por la ley de la abogacía. 

 

 

CAPÍTULO XI 

ORGANIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN 

PENITENCIARIA MILITAR 

 

ARTÍCULO 101. (RESPONSABILIDAD). 

La organización penitenciaria militar esta regida en los aspectos administrativos 

y de seguridad interna como externa del centro reclusorio a cargo del 

Presidente del Tribunal Supremo de Justicia Militar y el Director del 

establecimiento penitenciaria militar con dependencia presupuestaria del 

Ministerio de Defensa Nacional. 

 

 



 

ARTÍCULO 102. (ATRIBUCIONES). 

Es de competencia y atribución del Director del establecimiento penitenciaria 

militar: 

a.  La organización, vigilancia y fiscalización del penitenciario militar de la 

Policía Militar. 

b.  La aplicación y ejecución de los programas elaborados por el equipo 

observación y clasificación para la readaptación social de los internos. 

c.  Proponer disposiciones reglamentarias 

d.  Prestar colaboración a los organismos que requieran su concurso en la 

planificación de la política criminal en el campo de la prevención del 

delito y tratamiento del interno. 

e.  Elaborar y producir dictámenes criminólogos para las autoridades 

judiciales militares superiores. 

f.  Contribuir al estudio de las reformas de la legislación relacionada con la 

defensa social. 

g.  Organizar la formación y especialización del personal penitenciario 

militar. 

h.  Participar en seminarios, actos y conferencias de carácter, penitenciario 

y criminólogo; organizar y auspiciar los mismos. 

i.  Propiciar y mantener intercambio técnico y científico con instituciones 

similares nacionales y extranjeras. 

j.  Proponer anualmente el presupuesto que formará parte del sistema 

penitenciario correspondiente ante el presidente del tribunal supremo de 

justicia militar y el ministerio de defensa nacional. 

k.  Estar presente en inspecciones periódicas en penitenciaria militar a 

presencia de las autoridades de los tribunales militares judiciales. 

l.  Coordinar con los ministerios de defensa, justicia y derechos humanos, 

salud y educación, la programación y ejecución de acciones dirigidas al 

establecimiento penitenciario militar. 

 



 

ARTÍCULO 103. (ÓRGANOS DEL RÉGIMEN PENITENCIARIO MILITAR). 

Estará conformada por las siguientes autoridades y reparticiones a nivel 

nacional: 

 

a.  Juez de Ejecución Penal Militar 

b.  Director del establecimiento penitenciario militar. 

c.  El equipo de observación, clasificación y tratamiento penitenciario militar. 

d.  Unidad de trabajo y producción penitenciaria militar. 

e.  Unidad de seguridad penitenciaria militar. 

f.  Otras reparticiones que establezca el reglamento de la presente ley. 

 

Las funciones, atribuciones y requisitos de designación, serán establecidas por 

el su respectivo Reglamento. 

 

 

TÍTULO IV 

CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES DE 

CARÁCTER PERSONAL 

CAPÍTULO I 

DETENCIÓN PREVENTIVA 

 

ARTÍCULO 104. (DETENCIÓN). 

Los tribunales y jueces militares de conformidad a las normas contenidas en el 

código de procedimiento penal militar, son las únicas autoridades que podrán 

disponer la detención preventiva de los imputados o procesados en aplicación a 

medidas cautelares. Así como autorizar permiso y salida. 

 

 



 

ARTÍCULO 105. (DERECHOS DEL DETENIDO PREVENTIVO). 

Aparte de los derechos previstos para los internos en general, los detenidos 

preventivos tendrán los siguientes derechos: 

 

a.  A recibir visitas tres veces a la semana. 

b.  A ocupar su tiempo de acuerdo a su preferencia sin alterar el orden 

interno del recinto penitenciario. 

c.  A recibir a su defensor de oficio-defensor o particular sin estar sujeto a 

los horarios de visita. 

 

 

ARTÍCULO 106. (INCUMPLIMIENTO). 

En caso que el imputado incumpla con las reglas señaladas por los códigos 

penales y procedimientos militares, el director del establecimiento penitenciario 

remitirá inmediatamente un informe al juez competente. 

 

 

TÍTULO V 

PECULIO DE LOS PRIVADOS DE LIBERTAD 

CAPÍTULO I 

PECULIO DE LOS PRIVADOS DE LIBERTAD 

 

ARTÍCULO 107. (CONSTITUCIÓN DEL FONDO O CUENTAS INDIVIDUALES 

DE  PECULIO) 

a.  El fondo de peculio se constituirá con las cantidades que los internos 

tengan en su poder al ingresar en el establecimiento penitenciario militar 

y con las que reciban posteriormente por cualquier concepto de 

procedencia legítima. 



 

 

b.  Estos fondos podrán ser gestionados por la dirección penitenciaria o por 

entidades financieras colaboradoras, mediante convenio suscrito con la 

administración penitenciaria, como cuentas bancarias individuales de 

peculio abiertas para cada interno. 

 

c.  Se establecen las normas reguladoras de información contable del fondo 

de peculio a suministrar por el establecimiento penitenciario militar por 

concepto de trabajo productivo y su periodicidad, así como de la 

contabilidad que deban rendir las entidades financieras colaboradoras. 

 

 

ARTÍCULO 108. (UTILIZACIÓN DEL PECULIO DE LIBRE DISPOSICIÓN). 

a.  Atender los gastos que le estén permitidos solicitando y recibiendo de la 

administración penitenciaria militar una cantidad prudencial que se fijará 

por la dirección, atendiendo a criterios de seguridad y orden del interno. 

b.   Ordenar transferencias a su familia o a otras personas, previa 

autorización del titular y la dirección penitenciaria militar. 

 

 

ARTÍCULO 109. (TRANSFERENCIA DEL FONDO O PECULIO). 

a.  Al ser puesto en libertad un interno, le será practicada la liquidación de 

su peculio y entregado el saldo que resulte a la cartilla bancaria, así 

como los objetos de valor que se encuentren en depósito, previa 

presentación de los oportunos resguardos ante la dirección penitenciaria 

militar. 

 

b.  En caso de traslado a la salida de libertad del interno, se le entregará en 

metálico de su peculio, una cantidad prudencial para su gasto y 



 

transporte. El resto le será remitido por el Director del establecimiento 

penitenciario militar. 

 

 

ARTÍCULO 110. (PECULIO DE FALLECIDOS). 

El peculio de los fallecidos será entregado al primer heredero del interno que lo 

solicite, previo cumplimiento de exigencias legales en vigencia. Podrán ejercer 

la acción de petición, en su caso los demás miembros restantes declarados 

herederos (por vía judicial ordinaria). 

 

 

TÍTULO VI 

ÓRGANOS ACADÉMICOS Y COLEGIADOS 

CAPÍTULO I 

DESEMPEÑO FUNCIONES Y SELECCIÓN 

 

ARTÍCULO 111. (DIRECCIÓN DE PENITENCIARIA MILITAR). 

Organiza dirige supervisa e inspeccionan la institución penal con el apoyo del 

personal debidamente calificado. 

 

 

ARTÍCULO 112. (CONDICIONES). 

Los funcionarios penitenciarios tendrán la condición de funcionarios públicos, 

con los derechos y deberes regulados por la ley respectiva. Para su 

designación se atenderá al principio de imparcialidad, de conformidad con las 

normas constitucionales. 

 

 

 



 

CAPÍTULO 113. (SELECCIÓN FUNCIONARIA). 

La selección del personal y, en su caso el asenso de los funcionarios 

penitenciarios se ajustará a los mismos procedimientos establecidos en el 

Estatuto de la Función Pública y Leyes Reglamentos Militares. 

 

 

ARTÍCULO 114. (ÓRGANOS ACADÉMICOS). 

Los órganos académicos estarán compuestos por profesionales de las distintas 

áreas del saber técnico y científico, titulados en provisión nacional del sistema 

universitario, que impulsaran, orientaran, trataran y asesoraran la penitenciaria 

militar. 

 

 

ARTÍCULO 115. (ÓRGANOS DE SEGURIDAD). 

Estos órganos estarán compuestos por profesionales egresados de institutos 

militares del Ejército, la Fuerza Aérea y Naval. 

 

 

CAPÍTULO II 

TRATAMIENTO Y FUNCIONES DEL 

EQUIPO TÉCNICO 

MULTIDISCIPLINARIO MILITAR 

 

ARTÍCULO 116. (TRATAMIENTO Y FUNCIONES). 

Con carácter general apoyara con programas propuestos para la adopción de 

medidas necesarias y ejecución de tratamientos y programas individualizados 

en la personalidad de los internos bajo la supervisión y control de profesionales 

de área jurídica, psicológica, social, psiquiátrica, pedagógica, médica y militar. 

 



 

 

ARTÍCULO 117. (RESERVA DEL TRATAMIENTO). 

Las decisiones del tratamiento resultado de grupo de clasificación y otorgación 

de beneficios penitenciarios estarán a cargo del profesional académico con 

intervención del director de establecimiento penitenciario, serán de carácter 

reservado. 

 

 

ARTÍCULO 118. (APTITUDES). 

Sobre las prestaciones de carácter técnico del equipo multidisciplinario elevara 

trimestralmente las propuestas de los diferentes beneficios penitenciarios 

militares y su posterior homologación por autoridad judicial militar competente, 

como facilitar la valoración de las aptitudes de los internos que realicen cursos 

de formación en el campo educacional, artesanal y de servicios auxiliares de las 

distintas disciplinas, remitiendo informes para la presentación de los recursos y 

conducta del interno. 

 

 

ARTÍCULO 119. (FUNCIONES). 

Ejercerá las siguientes funciones para el tratamiento del interno: 

 

a.  Ejecutar los programas de tratamiento o los modelos de individualización 

de intervención penitenciaria militar que se establezca para cada interno. 

b.  El conocimiento directo de los problemas y de las demandas que 

formulen los internos. 

c.  Proponer a la dirección del establecimiento penitenciario militar, la 

adopción de medidas necesarias para superar las carencias que 

presentan los internos. 

d.  Atender las peticiones y quejas que formulen los internos respecto a su 

clasificación tratamiento o programa de intervención. 



 

e.  Evaluar los objetivos alcanzados en la ejecución de los programas de 

tratamiento en el establecimiento penitenciario militar o informar de los 

resultados a la superioridad militar penitenciaria sobre la evaluación. 

f.  Cuando existan en el establecimiento penitenciario con talleres, escuelas 

para la formación técnica, profesional, el asesoramiento pedagógico o 

psicológico de la formación profesional de los internos, así como 

promover, mediante técnicas adecuadas la integración personal y 

colectiva de las mismas en trabajo y orientación vocacional, artesanal y 

laboral. 

g.  Ordenar la reclusión, supervisión del beneficio o periodo y la regresión 

del periodo calificado por la comisión de un nuevo delito dentro del 

periodo progresivo. 

 

 

TÍTULO VII 

DE LA ASISTENCIA POST PENITENCIARIA MILITAR 

CAPÍTULO I 

SEGUIMIENTO POST PENITENCIARIO 

 

ARTÍCULO 120. (CUMPLIMIENTO DE CONDENA). 

El interno que haya cumplido su pena y el que de algún modo ha extinguido su 

responsabilidad penal debe ser plenamente reintegrado en el ejercicio de sus 

derechos como ciudadanos. Los antecedentes no podrán ser en ningún caso 

motivo de discriminación social o jurídica. 

 

 

 

 



 

TÍTULO VIII 

DE LA EVASIÓN DE LOS INTERNOS 

CAPÍTULO UNICO 

 

ARTÍCULO 121. (EVASIÓN). 

En caso de evasión de los internos o sometidos a detención preventiva, el 

Director del establecimiento penitenciario, sin demora dará cuenta del hecho al 

Tribunal Supremo de Justicia Militar y/o juez de ejecución penal militar, para 

que se instruya las investigaciones pertinentes haciendo constar el hecho y las 

circunstancias, remitiéndose a las autoridades competentes, junto con los 

antecedentes respectivos y/o los cómplices si los hubiera o fueren habidos 

 

 

ARTÍCULO 122. (IMPEDIR LA EVASIÓN). 

Cualquier particular o militar que facilite la evasión de un interno o que no vaya 

en su persecución será sometido a un proceso penal militar de acuerdo a 

requerimiento emitido por el fiscal militar y sufrirá las mismas consecuencias 

que el artículo anterior. 

 

 

ARTÍCULO 123. (AVISO POR EVASIÓN). 

Toda persona particular, que tuviera conocimiento de la evasión de un interno y 

supiere su paradero está en la obligación de proceder con la denuncia y/o 

arresto, debiendo entregarlo o dar parte a las autoridades competentes. 

 

 

 

 

 



 

ARTÍCULO 124. (ASISTENCIA DE EVADIDOS POR CAPTURA). 

Los internos evadidos que fueren heridos como producto de su acción, serán 

asistidos inicialmente por el establecimiento penitenciario del lugar, se requiere 

otro tipo de atención médica quirúrgica, serán evacuados a hospitales militares. 

 

 

ARTÍCULO 125. (VISITA GENERAL A LISTAS DE INTERNOS). 

Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, cada 3 meses se 

realizara visitas al establecimiento penitenciario militar por los miembros del 

tribunal supremo y permanente de justicia militar. Así mismo se realizara otra 

cada 6 meses en forma general con la concurrencia del juez de ejecución penal, 

el fiscal militar, el auditor de guerra y los abogados defensores de oficio; a 

verificar las listas de los internos e inspeccionaran sorpresivamente para evitar 

fugas, evasiones y otros. 

 

TÍTULO IX 

DISPOSICIONES GENERALES FINALES 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

 

 

ARTÍCULO 126. (REGLAMENTACIÓN) 

Debiendo reglamentarse su ejercicio, constitucional, atribución y requisitos, para 

su aprobación en el término de 90 días. 
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